
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
Y DERECHOS DE LA PERSONALIDAD

INTRODUCCIÓN'

i. Estado y Justicia.—Apenas puede plantearse
eluda alguna sobre la tesis de que, siendo la justicia
uno de los valores fundamentales que, todo ordena-
miento jurídico debe perseguir (i), su realización
constituye misión primordial de la actividad de cual-
quier Estado (2). Cabe afirmar por ello sin temor a
equívocos que es una exigencia derivada inmediata-
mente del derecho natural la que impide al Estado
desentenderse del problema de si existen o no en el
conjunto de sus actividades algunas dirigidas funda-

(1) .Si es que cu realidad no se trata del valor específico que carac-
teriza y define el propio ordenamiento jurídico. Sobre la significación
de la Justicia a este respecto v. Del Vccchio, La Justicia, 1925, espe-
cialmente, ])ágs. 83 y sigs.

(2) Estas dos ideas: realización de la Justicia, actividad del Fsta-
rlo, aunque guardan entre sí estrechísima relación, no .son, como puede
fácilmente comprenderse, en absoluto equiparables. Ks cierto que la idea
de. Justicia lia de transfundirse a cualquier tipo de actuación estatal,
pero se trata en realidad de una inspiración más que de una estricta de-
limitación, lil listado no pone en existencia un acto típico de Justicia
en muchas ocasiones en las que, sin embargo, realiza alguna de las fun-
ciones que específicamente le corresponden. No sólo escapan al concepto
de realización directa del valor Justicia las actividades estatales no ju-
rídicas, sino también buena parte de las actividades jurídicas mismas.
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mentalmente ala realización de aquel valor (3). No es
difícil, por lo tanto, deducir de esta exigencia evidente
del derecho natural la existencia en concreto, para los
subditos de un Estado, de un auténtico derecho sub-
jetivo a que el Poder público se organice de modo
que los imperativos de la Justicia queden, por lo menos
en cierta medida, satisfechos, sin que pueda acogerse
en esto una respuesta negativa pretextando las dificul-
tades que el reconocimiento y la garantía de tal dere-
cho subjetivo llevarían consigo (4).

Y si de la idea, forzosamente vaga e imprecisa: rea-
lización de la Justicia por el Estado, pasamos al
examen de los diversos medios con que provee el Es-
tado a dicha realización, llegamos a un resultado to-
davía más indiscutible en lo que toca a la posición en
que el subdito se halla frente a la Autoridad, a este
respecto. En efecto, aun suponiendo no limitada la
actividad estatal por exigencia individual alguna en lo
que toca a la elección de los medios de hacer Justicia,
sí habrá de reconocerse a los particulares, una vez ele-
gidos dichos medios, el poder de exigir que no resul-

Acertadamente dice por ello Legaz, Introducción a la Ciencia del Dere-
cho, 1943, pág. 414, Que "la Justicia es un horizonte en el paisaje del
derecho, horizonte que pertenece al paisaje sin ser el paisaje mismo".

(3) El Estado tampoco puede desentenderse, como es lógico, de la
calificación que, según un criterio de Justicia, hayan de recibir sus res-
tantes actos. Pero esta cuestión es distinta de 'a planteada en el texto
y los motivos de la distinción se derivan sin dificultad de. lo expuesto
en la nota anterior.

(4) Así, las dificultades que existen para determinar en cada caso
ecucreto si el conjunto de medidas jurídicas adóptalas por un Estado
responde o no a las mínimas exigencias de la Justicia. Es evidente que
en im Poder político ajeno por completo a toda i-.strtic.Utra jurídica tp.les
exigencias serían desconocidas, aunque en semejante hipótesis un dere-
cho público subjetivo sería también inimaginable.
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ten desconocidos ni vulnerados en su íntima natu-
raleza. De este modo surge siempre una zona de con-
tacto entre la actividad estatal de la Administración
de. Justicia y los derechos subjetivos del individuo, es
decir, una relación cuya esencia conviene, establecer
entre Administración de Justicia y derechos de la per-
sona humana.

2. Justicia,y Proceso.—-El medio principal que hoy
utiliza el Estado para la realización de la función es-
pecífica de Justicia que le está encomendada lo cons-
tituye la peculiar institución jurídica que conocemos
con el nombre de proceso. El proceso no es el único
medio que. tiene el Poder público para realizar tal
misión ni desde un punto de vista conceptual ni desde
un punto de vista meramente empírico: no es el solo
instrumento de que se puede valer ni de que se vale
de hecho para imponer un cierto grado de Justicia
dentro de la esfera de vigencia de su ordenamiento
jurídico. Es libre, pues, el Estado de acudir en cada
caso o no a la institución procesal (5), pero no puede

(5) De esta afirmación se desprende sin dificultad'el carácter con-
tingente de las instituciones procesales dentro 'de cualquier ordenamiento
jurídico, carácter al que ya hicimos referencia en el prólogo de nues-
tros Contentarías o. la Ley de Enjuiciamiento Civil, I, 1943, pág. 14, y
que explica cómo 110 puede decidirse a base de principios derivados del
derecho natural la justificación absoluta de esta figura y de ]as normas
que a ella hacen referencia. Entendido el proceso como una institución
•destinada a la actuación de pretensiones por órganos específicos del lis-
tado (y no es éste el momento de detenerse con más extensión en el aná-
lisis de tal concepto) no aparece dudoso que constituye para el Estado
un simple instrumento de hacer Justicia al que puede acudir o no se-
gún crea en su eficacia para el fin propuesto o desconfíe de ella. De aquí
que la polémica sobre si el proceso, tal como ahora lo concebimos, debe
•desaparecer y dejar paso, en mayor o menor medida, a actividades ad-
ministrativas (jurisdicción voluntaria) en la forma propuesta, verbi-
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arbitrariamente, una vez que ha sido adoptada, des-
naturalizarla o falsearla con medidas que le impidan
realizar su íin natural, y frente a tales desnaturaliza-
ciones o falseamientos se ha de reconocer a los par-
ticulares la facultad legítima de pedir y obtener su
(iesaparición (6).

3. Derechos de la personalidad, y ordenación procesal. —
Ahora bien, ¿cuáles son las exigencias mínimas que
toda institución procesal, atendida su naturaleza,
lleva consigo y cuyo desconocimiento acarrea la vio-
lación de un auténtico derecho de. la persona humana?

gracia, por Baumbach en su ensayo "Zivilprozess und íreiwillige Geridhts-
ba.rke.it", publicado en la Zeitschrift der Akadcmie jiir deutsehes Recht,.
1938, pág. 774, no roza, cualesquiera que sean las observaciones que
quepa formular respecto a ella, ningún precepto del derecho natural.
Tampoco, en lo que toca al proceso penal, la preferencia del sistema acu-
satorio sobre el inquisitivo es una prescripción derivada del ordenamien-
to jurídico natural: el derecho natural no exige que la aplicación de la
pena se haga como consecuencia .de una decisión procesal y no de una
medida administrativa; sí puede imponer, no obstante, que en nin-
gún caso ui:a persona humana sea considerada como objeto en vez de
como sujeto de una relación de derecho, y ésta sería la verdadera razón
jurídica que Ijace ilícitas, en todo caso, determinadas medidas inquisiti-
vas, por ejemplo, la tortura.

(6) Se opone en cierto modo esta opinión a todas aquellas concep-
ciones que no ven en el proceso y el derecho procesal sino una simple
ordenación de medios técnicos sujetos únicamente a las valoraciones de
conveniencia o utilidad que la experiencia formula con respecto a ellos;
así se opondría a la opinión de Stein cuando dice en el prólogo de su
Grundriss des Zivilprosessrechts und Konkursrccht, 1921, que se trata
de un derecho técnico en su más aguda expresión, dominado por muda-
bles consideraciones de conveniencia que son ajenas a todo valor perma-
nente, o a la tesis de Sonnen cuando afirma en el ensayo "Zur Reform
des Zivilprozessreeht", en los Beitráge sur Erneuerung des deutschen
Rechts, 1933, pág. 73> Que el proceso civil no es sino el resultado de las
experiencias de la práctica extrañas a todo espíritu de la comunidad.
Pero el propio Schónke, que cita a los dos autores anteriores en su ,Zi-
vilproscssrechtj 1938, págs. 2 y sigs., hace ver que a esta posición doctri-
nal sólo puede concederse que existe en todo derecho procesal, como en el
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Evidentemente es preciso trazar un límite entre aque-
llas imperfecciones meramente secundarias o de deta-
lle, que son irrelevantes a este respecto, y aquellas
otras que constituyen verdaderos ataques a principios
básicos de la institución: no es lo mismo, en efecto,
que un ordenamiento procesal desconozca o niegue el
principio de la inmediación subjetiva en materia de
pruebas que el que vulnere el principio de la contra-
dicción en el sentido de que sufra una condena pro-
cesal alguna persona a la eme no se dio la posibilidad
de ser oída. Fijar alguno de los criterios que sirven
para precisar tal distinción es precisamente el objeto de
las breves consideraciones que a continuación expo-
nemos, determinando a este respecto, con arreglo a un
criterio sistemático que permita un examen de con-
junto de la materia, entre principios referentes a los
sujetos procesales, principios referentes ai objeto del
proceso y principios referentes a la actividad que en
el proceso se desarrolla.

derecho en general, una serie de disposiciones inspiradas exclusiva o pre-
dominantemente por puros criterios de conveniencia, mas también ha
de afirmarse que iodo derecho procesal depende, en sus construcciones
fundamentales, de la idea que en cada caso se tenga sobre las relaciones
que existen entre el individuo y la comunidad. Entre nosotros, ya López
Moreno había afirmado en sus Principios fundamentales del procedimien-
to civil y criminal, 1901, T, pág. 34, que "hay en las leyes procesales dos
elementos: el uno, fundamental e invariable; variable y accidenta! el
otro" ; estando el primero constituido "por todas aquellas reglas y pre-
ceptos sin los cuales desaparecería o quedaría mermado el derecho de
defensa": estos principios fundamentales del procedimiento "¿on de tal
índole, tan. inmediatamente derivan de la naturaleza humana que llegan
a confundirse con los mismos derechos llamados a la presente naturales
y son, como ellos, inalienables e imprescriptibles y, por consiguiente,
irrenunciables". Aparece, pues, aquí con toda claridad una conexión es-
trecha entre determinadas normas del ordenamiento procesal y los dere-
chos de la persona humana.
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PRINCIPIOS REFERENTES A LOS SUJETOS DEL I'ROCESO

i. Distinción de los sujetos procesales.—Se ha de ver,
pues, primeramente qué principios fundamentales de
los que hacen referencia a los sujetos del proceso tienen
relevancia para una crítica jusnaturalista de las nor-
mas procesales. Y puesto que en todo proceso figuran
como sujetos dos tipos distintos de personas, aquellas
que han de emitir la decisión que se atribuye al Es-
tado y aquellas que solicitan o frente a quienes se
solicita tal decisión, no hay inconveniente en plantear
aquí el problema por separado ocupándose, en primer
término, del órgano jurisdiccional y, en segundo lugar,
de las partes (7).

(7) Ocupa en el proceso una posición intermedia, entre órgano juris-
diccional y partes, el Ministerio fiscal, elemento oficial, lo misino que el
Juez, pero al que nunca corresponde la decisión y sí muchas veces la
pretensión como a las partes. El Ministerio fiscal no plantea, sin embar-
go, en relación a la cuestión que examinamos, 'duda importante ninguna,
porque su actividad habrá de regirse por los principios que inspiren a la
categoría de sujetos procesales a que en cada supuesto se aproxime.
Cualesquiera que sean las dificultades a que en el orden dogmático dé
lugar la institución (y sobre esto puede verse Cristofolini, "Sulla posizione
e sni póteri del pubblico ministero nel proceso civile", en Rivista di diritto
processuale civile, 1930, II, págs. 23 y sigs.) no existe, a su respecto, nin-
guna exigencia específica derivada de los derechos naturales de la perso-
nalidad. No hay, en efecto, exigencia alguna en lo que toca a su fun-
ción : es cierto que, como afirma Menéndez Pidal en su Derecho Judi-
cial, 1935, pág. 469, la misión que corresponde al Gobierno (mejor, Po-
der público o Estado) en materia de mantenimiento del orden jurídico,
"conduce a la necesidad de que .exista una institución subordinada al
Gobierno para agitar las acciones públicas que al mismo corresponden" ;
pero se trata de una mera necesidad técnica que no se deriva de ningu-
na exigencia de. orden superior. Tampoco en lo que respecta a la estruc-
tura misma que al instituto haya de darse aparece ninguna limitación
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2. El órgano jurisdiccional: su independencia. — Para
.situar debidamente el núcleo de cuestiones que ha-
cen referencia al órgano jurisdiccional se habrá de
partir, indudablemente, de la misión específica que
éste realiza dentro de un proceso: el órgano jurisdic-
cional, corno cualquier otro ente jurídico, se define y
revela su esencia en atención a consideraciones prin-
cipalmente funcionales. A este respecto conviene fi-
jarse en una nota característica de las que integran el
concepto del órgano jurisdiccional: no tanto en la no-
ta que ve en él un instrumento destinado a la actua-
ción o satisfacción estatal de pretensiones como en la
que le asigna la índole de órgano especítico encarga-
do de tal función, es decir, de conjunto de personas
singular, determinada y peculiarmente adscritas al
cumplimiento de tal finalidad: el órgano jurisdiccio-
nal no es sólo el órgano del Estado que actúa preten-
siones, sino que las actúa, a diferencia precisamente
de un órgano legislativo o administrativo, porque esa
es la misión que tiene esencialmente encomendada (8).

de este tipo, y 3a afirmación resulta perfectamente aplicable al problema
de la dependencia o independencia del Ministerio fiscal, tal como se ha
planteado entre nosotros: García González, 211 Poder Judicial, 1932.
pág. 129. Sin duda, en atención a estas consideraciones, el proyecto de
Fuero de los Españoles, elaborado por el Instituto de Estudios Políti-
cos, no contiene ninguna indicación en torno a los problemas que. plan-
tea la figura del Ministerio fiscal.

(8) La concepción que ve en el órgano jurisdiccional un instrumento
especialmente destinado a la actuación de pretensiones, y que acentúa
el carácter específico de esta dedicación para poder diferenciar, con una
relativa comodidad, la actividad jurisdiccional de otras empresas estata-
les, no debe considerarse corno una posición unánimemente defendida
que pueda considerarse cu todo caso como punto de partida indiscutible
de la exposición ulterior. Pero aunque, variando el planteamiento del
problema, acudiésemos a una vía distinta para justificar las conclusio-
nes del presente ensayo, no creemos que dichas conclusiones quedaran
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Puede deducirse de esta idea una primera indica-
ción fundamental: puesto que el órgano de la juris-
dicción ha de realizar una tarea que se distingue n e -
tamente de las restantes funciones que a la Adminis-
tración competen, ha de quedar, sin duda, organizado-
de modo que no se confunda su actividad con las
distintas manifestaciones de la acción administrativa;
dicho en otros términos y recogiendo una extendida.
terminología (9), la diferencia de función ha de refle-
jarse por fuerza en una diferencia de estructura. Debe
considerarse por ello como una exigencia intrínseca,
de la institución procesal la de la especialidad o dis-
tinción de los órganos jurisdiccionales respecto a loa
restantes órganos de la Administración; concebida,
por razones hoy difíciles de desarraigar' radicalmente,
esta situación de especialidad o singularidad como
una posición de independencia, lleva a la formulación
del piincipio de ¿a independencia jurisdiccional como uno
de los postulados básicos de toda organización judi-
cial satisfactoria (10).

radicalmente modificadas: sea cualquiera el criterio que se acoja para,
diferenciar Jurisdicción y Administración basta afirmar que existe en-
tre ellas una distinción conceptual, de esencia, para que no queden in-
validadas las ulteriores indicaciones del texto.

(9) La de Carnelutti, que ha hecho de la correspondiente distinción
la clave metodológica de sus -obras más recientes, entre ellas el Sistema
del diriiio processnale avile, 1936, y las Istitusioni del nuuvo processo-
civile italiano, 194.T.

(10) Para comprender cómo el problema de la independencia orgá-
nica no es una mera cuestión técnica, -ajena a la íntima esencia de la or-
denación procesal, basta recordar aquellas doctrinas que, como la ex-
puesta por Merkl en su Teoría, gen-eral de! Derecho Administrativo,
I93Si págs. 32 y sigs., buscan la nota diferencial de Jurisdicción y Ad-
ministración en la posición coordinada o subordinada, respectivamente,
de los órganos a quienes dichas funciones se encomiendan. Evidentemen-
te tal construcción es atacable desde muchos puntos de Vista, no sólo en.
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El principio de la independencia judicial, a pesar
de lo incorrecto de su denominación ( n ) , no puede
ser eliminado en absoluto del cuadro de normas inspi-
radora de toda sana organización judicial (12). Puesto
que se trata de una exigencia derivada de modo in-
mediato de la esencia de la institución procesal, el

cuanto a los principios filosófico-jurídicos a que responde la doctrina,
sino también en cuanto a sus aplicacicr.es estrictamente procesales por
no diferenciar ten el campo del proceso la idea del vínculo jerárquico de
la de relación jerárquica,que si existe aún cu el mundo procesal, como
afirma acertadamente la doctrina administrativa más moderna. Pero la
parte de verdad que se descubre en la 'idea de Merkl y la difusión de-
su doctrina revelan de modo inequívoco que para el derecho del proce-
so la llamada independencia judicial es un problema que afecta al fon-
do de la institución, y que no puede ser, por lo tanto, resuelto con los
meros criterios de conveniencia u oportunidad que se emplean para tra-
tar el tema de la autonomía o dependencia de cualquier otro servicio ad-
ministrativo.

(11) En efecto, no se traía tanto de afirmar una autonomía como de
establecer una diferenciación: los Jueces no son independientes en el
sentido de que carezca de límites jurídicos la regulación de su actividad,
sino en el sentido de que tales límites no vienen determinados por moti-
vos de índole administrativa ajenos a su función jurisdiccional.

(12) pus bien significativo el hecho de que ni siquiera en los recien-
tes extremos de la doctrina dominante alemana se propugne una aboli-
ción absoluta del principio, ni siquiera del término "independencia"
(Unabhangigke.it) hasta ahora empleado, si bien se estudia la compati-
bilidad de la norma con las restantes concepciones políticas o se defien-
da una modificación del significado clásico del principio. Pueden recor-
darse a este respecto las palabras que Kenech, I.a posición del Juez en el
Nuevo Estado, 1941, pág. 105, transcribe de Frank, Nazionalsosialistiche
Strafrechtspolilik, 1938, págs. 41: y 42: "la independencia del Juez no
consiste en una disposición formal que le asegure esta independencia...
.Sin embargo, el Juez es independiente en virtud de su concepción na-
cionalsocialista del mundo... No se puede someter el fallo a un manda-
miento administrativo, puesto que la sumisión del fallo al mandamiento
administrativo significa el fin de toda auténtica Rcchtsfindung. Pero tam-
poco puede perseverar el Juez en su completa independencia, como has-
ta ahora, dentro de un Reich cerrado desde los puntos de vista de la
concepción del mundo y de la dirección, y organizado autoritariamente
desde arriba hacia abajo".
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Estado, en la medida en que acude al proceso como
instrumento de paz jurídica, queda obligado o vincu-
lado a crear y mantener esta posición diferenciada o
autónoma del órgano jurisdiccional; desde el punto
de vista jurídico natural, un ataque a la independencia
de los órganos de la jurisdicción equivale a un ataque
a la esfera de derechos que el ordenamiento jurídico
asegura o debe asegurar a la personalidad hu-
mana (13).

3. hianiov iliclad y responsabilidad judiciales.—-.La es-
pecialidad (independencia) de los órganos jurisdic-
cionales suele ser completada con otros dos criterios
que constituyen, en unión del anterior, la tríada defi-
nida con la fórmula «garantías del poder judicial*.
Sin embargo, los dos criterios complementarios de
inamovilidad y responsabilidad no deben colocarse en
el mismo plano que el de la especialidad o indepen-
dencia a que ya se lia aludido. Una primera diferencia
de importancia corre entre aquéllos y éste: mientras
que la independencia se refiere al órgano judicial, la
inamovilidad y responsabilidad, afectan a las personas

(13) Kn atención a estas consideraciones, el proyecto de Fuero de
•los Iispañoles, elaborado por .el Instituto de \Rsr.idios Políticos, contiene
en su texto un precepto dedicado a la independencia de los órganos ju-
risdiccionales: Tribunales (y Juzgados). Tal precepto es el que se en-
cierra en la norma del art. 26, párrafo tercero, a tenor del cual "las le-
yes orgánicas garantizarán la independencia de los Tribunales". No se
trata de una norma en blanco, porque la prescripción fundamental queda
perfectamente determinada, si bien ha de concretarse, corno es natural,
en normas ulteriores que son designadas por el proyecto con la deno-
minación de "leyes orgánicas" (se entiende de la función o poder judi-
cial). Se crea inmediatamente de este modo un vínculo ti obligación
para el legislador futuro; la naturaleza de esta obligación y las conse-
cuencias que su cumplimiento produzca no pueden, sin embargo, deter-
minarse ahora: dependerán, como es lógico, del carácter que hay?, de
asignarse a la totalidad del Filero.
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en quienes tal órgano encarna (14). Por otra parte,
también es diferente el sentido de inamovilidad y res-
ponsabilidad entre sí: la inamovilidad garantiza al
juez, la responsabilidad garantiza frente al Juez (15).
Finalmente, tanto de la inamovilidad como de la res-
ponsabilidad puede negarse que se trate de normas
peculiares de la organización judicial porque, en ma-
yor o menor medida, el ordenamiento jurídico de la
actividad administrativa se inspira en ellas también
(1 (3). Esto 110 quiere decir que inamovilidad y respon-
sabilidad no puedan configurarse como garantías ju-

(14) Así se habla de independencia de los Juzgados y Tribunales,
y de inamcvilidad y responsabilidad de Jueces y Magistrados.

(15) La independencia, ni una ni otra cosa, porque, como se acaba
de indicar, no protege a la persona, sino al órgano. Considerada desde el
punto de vista personal, el principio de la especialidaci tanto es una ga-
rantía dei sujeto judicial como frente al sujeto judicial: la norma so-
bre independencia jurisdiccional lo mismo veda a! Poder público inter-
venir en la esfera de la actividad judicial como prohibe a Jueces y Ma-
gistrados reaJizar funciones distintas de las que específicamente les es-
tán encomendadas.

(16) K11 este sentido la afirmación de las notas de inamovilidad y
responsabilidad como características específicas de la organización judi-
cial tendría una explicación de índole histórica y no estrictamente dog-
mática. Por la importancia que suponía dejar al margen de la periódica
renovación de personal que todo cambio político llevaba consigo, a jueces
v Magistrados, la inamovilidad se estableció respecto a ellos antes que para
oíros funcionarios ;del Estado, y consideraciones análogas influyeron asi-
mismo en el problema de la responsabilidad. Pero, una vez modificado
el principio general del funcionario amovible y, en cierto modo, irres-
ponsable, la singularidad de aquellos caracteres de la organización judi-
cial perdió su razón de existir. Es cierto que, hoy día, los funcionarios
administrativos, aun ingresados en su mayoría por oposición, no son del
todo inamovibles, pero tampoco la iuamovilidad de Jueces y Magistrados
ha de reconocerse como absoluta; es cierto, igualmente, que la respon-
sabilidad del personal jurisdiccional está sometida a normas especiales,
sobre todo en cuanto al procedimiento para hacerla efectiva, pero, de
idéntico modo, hay también una serie de preceptos diferenciados sobre
responsabilidad de funcionarios administrativos, singularmente en lo
que- hace referencia a su responsabilidad civil.
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diciales, pero lo son en cuanto la actividad judicial es
una rama de la administrativa lato sensu no en lo que
atañe a los elementos característicos de la organiza-
ción jurisdiccional (17).

4. Las pa?tes; principios re/ereniss a ¿as mismas.—
Además de los órganos judiciales figuran en todo pro-
ceso otros sujetos cuya actividad, también regulada
por el derecho, debe examinarse ahora; tales sujetos
son las partes, designación genérica que abarca al que
interpone la pretcnsión (sujeto activo) y a aquel fren-
te a quien la pretensión es interpuesta (sujeto pasivo).
Es evidente que la presencia de las partes en el pro-
ceso no constituye un mero fenómeno circunstancial
sino una exigencia lógica de la institución que, sin
iluda, lia de traducirse en un mínimo de prescripcio-
nes que por trascender de la variabilidad de cada de-
recho positivo han de considerarse como exigencias
derivadas de la propia naturaleza del proceso, que 110
cabe desconocer, por tanto, sin que se dé lugar a un
falseamiento de tal figura.

Sería no obstante impropio confundir, aquí o en
otro lugar, estas exigencias naturales de la dogmática
con las exigencias jurídico-naturales de la personali-
dad humana que son sólo las que nos interesa exami-
nar; por ello lo (pie hemos de preguntarnos ahora no

(17) Por mantener la clásica enumeración de garantías, el proyecto
del Instituto de Estudios Políticos menciona, después de la independen-
cia, a la inamovilidad y responsabilidad judicial, prescribiendo en el ci-
tado párrafo tercero del art. 26 que "las leyes orgánicas garantizarán... la
inamovilidad y responsabilidad de Jueces y Magistrados". Ha de notar-
se, sin embargo, cómo la propia redacción del precepto establece una di-
ferencia entre este supuesto y el anterior: la inamovilidad y responsabi-
lidad se refieren a "Jueces y Magistrados"; la independencia a (juzga-
dos y) Tribunales.
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••es cuáles son las consecuencias lógicas ineludibles que
se desprenden de modo inmediato del concepto de
proceso en lo que hace relación a las partes, sino en
qué medida el desconocimiento por el derecho posi-
tivo de tales consecuencias lógicas lleva consigo la in-
fracción de un principio jurídico natural.

Esto restringe indudablemente de manera consi-
derable el ámbito de nuestra investigación. Dogmáti-
camente, el proceso no se puede concebir sin la exis-
tencia de dos partes contrapuestas, al menos in poten-
¿ia, y de tal necesaria contraposición se derivan conse-
cuencias prácticas del más alto interés para la orde-
nación de numerosos problemas concretos del derecho
procesal: v. gr., en lo que hace referencia al régimen
de la llamada rebeldía. Una crítica jusnaturalista de
las normas procesales no necesita indagar, sin em-
bargo, cada una de estas cuestiones sino observar de
qué modo trascienden algunas al ámbito de los dere-
chos de la personalidad.

Dicho ámbito se determina de modo diferente,
en principio, para los dos tipos de partes, activa o pa-
siva, que en el proceso intervienen. En lo que respec-
ta a la parte activa, en efecto, es evidente que una
garantía mínima ha de verse en la posibilidad legal de
acudir ante el órgano jurisdiccional a pedir justicia;
•en lo que toca a la ¡.¡arte pasiva, es evidente asimis-
mo que constituye una primera exigencia de idéntica
naturaleza la posibilidad legal de acudir ante el órga-
no jurisdiccional a defenderse o contradecir la pre-
tensión del adversario; una tercera y última conse-
cuencia, aplicable a ambas partes, pudiera hallarse
todavía pensando en la necesidad jurídica de colocar-
las en un régimen de igualdad por lo que toca a sus
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recíprocas relaciones. De este modo tendríamos tres.
grupos de principios procesales que, por su carácter
de garantías mínimas respecto de los sujetos que acu-
den al proceso, deberían, ser considerados como pres-
cripciones impuestas por el derecho natural a cual-
quier sistema positivo: el principio del (libre) acceso-
a los Tribunales de Justicia, el principio de la contra-
dicción, el principio de la igualdad procesal (18).

5. Libre acceso a los TtHúmales de. Justicia.—Libre
acceso a los Tribunales de Justicia quiere decir, en defi-
nitiva, derecho a interponer pretensiones ante el ór-
gano jurisdiccional. El simple enunciado de esta nor-
ma pone de relieve su carácter básico dentro de la
ordenación del proceso, pues está enraizada en todo
el conjunto de primeras nociones que integran la ins-
titución (19). Sin una declaración inicial de que exis-

(18) En general, esta materia 1:0 ha sido construida por la doctrina
procesal desde el punto de vista en que ahora nos colocamos para exa-
minarla. Sin embargo, el carácter de norma inspiradora o de principio
que viene atribuido a Ja dualidad de partes procesales no ha sido des-
conocido en modo alguno: Heinsheimer, "Das Zwe.iparieiprinzip im
Prozess une! Vollstreckung-", en Festschrift fiir Adolf Wach, T.TT, pági-
na 129. Incluso puede encontrarse una consideración crítica del problema
desde el punto de vista de la política jurídica en Grasshoff, "Der
Rechtsstreit /.wischen drei und me.hr Widersachern", en la Zeitschrift
fiir deutscheu Zhüproscs, LX, pág. 242.

(19) En nuestros Comentarios a la I.ey de Enjuiciamiento civil, I,
pág. 13, observamos que una de las consecuencias esenciales del concep-
to propuesto era precisamente el principio de que toda pretensión da
lugar a un proceso. Se comprende que al Estado no es lícito (desde un
punto de vista jurídico natural, evidentemente), cerrar el paso a la ac-
tuación privada de pretensiones, sino en tanto en cuanto abre una vía
subsidiaria para atender a las reclamaciones fundadas que sus subditos
puedan formular. La denegación de justicia en cualquier sistema de de-
recho positivo constituye una infracción de sus normas; pero no se, trata
de una concesión graciosa de dichos sistemas, sino del cumplimiento es-
tricto de una obligación impuesta a los mismos por el ordenamiento.
jurídico naiural.
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te una institución abierta a todo el que quiera formu-
lar una pretensión determinada, la idea misrna del
proceso no sería concebible (20}.-Evidentemente, este
principio general puede someterse, y de hecho es so-
metido, a ex.cepcion.es de muy diversa índole: subjeti-
vas, objetivas, territoriales, temporales o formales (21).
Pero lo importante es precisamente la índole general
que a dicha norma se atribuye y en virtud de la cual
siempre que no exista una de las excepciones señala-
das expresamente el principio queda en pie (22).

(20) i'uesto que el proceso :¡u es una actividad ele actuación del de-
recho objetivo o de tutela del derecho subjetivo, sino principalmente cíe
satisfacciones de pretensiones. La adopción de alguno de los dos con-
ceptos primeros permitiría acaso subordinar el acceso a los Tribuna-
les a requisitos previos que habrían de examinarse antes de admitir w.n
actividad procesal. La colocación, por el contrario, de la esencia del pro-
ceso en la noción de la pretensión impide incluso esta limitación hipo-
tética : el proceso no necesita para existir sino de una declaración de
voluntad que alguien emite, trente a otra persona determinada, ante un
órgano jurisdiccional.

(21) Un supuesta de excepción subjetiva lo tenemos en aquellos or-
denamientos que, como el nuestro, exceptúan, al .Estado de intervenir o
sufrir una actuación ejecutiva; todavía podrían encontrarse otros ejem-
plos en las llamadas exenciones de la jurisdicción de qne disfrutan diver-
sas categorías de personas por razones de múltiple índole: verbigracia,
internacional. Casos de excepción objetiva son, distintamente, aquellos
en que se elimina a determinados conjuntos de normas jurídicas de la
posibilidad de constituir el fundamento de una posible pretensión: más
adelante veremos lo que ocurre a este respecto en nueshro derecho posi-
tivo con el derecho político y el derecho administrativo. Tampoco es
dilícil, por último, imaginar excepciones de tipo temporal, territorial o
formal cuando se niega la actuación procesa] a pretensiones que se inter-
ponen fuera de cierto tiempo, fuera de cierto espacio o fuera de cierta
forma jurídicamente establecida.

(22) Por otra parte, tampoco es discutible que las excepciones sólo
serán admisibles para un criterio jusnaturalista cuando .la razón espe-
cial a que obedecen está reconocida por aquél. Si el derecho natural,
por ejemplo, se pronuncia en contra de la aplicación de las represalias
a los subditos de un país extranjero, criterio que aquí no necesita ser
resuelto afirmativa ni negativamente, es indudable <;ne una norma que

So
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Siempre, pues, que no exista una limitación concreta
a este respecto, cualquiera puede acudir ante los ór-
ganos jurisdiccionales para solicitar y obtener de
ellos, en su caso, una determinada actuación (23). .El

concediese a los extranjeros el acceso a los Tribunales de Justicia sólo
a base de la reciprocidad habría de merecer tina crítica resueltamente
negativa.

(23) Un problema de evidente gravedad plantean aquellas limita-
ciones que, sin ser de principio, sino únicamente de puro hecho, consti-
tuyen, 110 obstante, graves impedimentos e incluso en ocasiones obstácu-
los insuperables para acudir libremente ante ¡os Tribunales de Justicia:
fundamentalmente nos referimos ahora a la limitación que lleva consigo
para una persona la insuficiencia de sus medios económicos, dado que el
proceso acarrea a las partes que en él intervienen una serie de gastos
que. muchos litigantes no están en condiciones de soportar. Frente a
esta cuestión es posible adoptar una actitud de absoluto radicalismo y
afirmar que pugna con el derecho natural la exigencia de pago alguno
impuesto a las partes procesales; así se formularía el principio de la
plena gratuidad de la Justicia corno consustancial a todo ordenamiento
equitativo del proceso. Sin embargo, es ésta una opinión probablemente
exagerada, puesto que dispensar de todo desembolso a los sujetos pro-
cesales, aparte de los inconvenientes que produce en cuanto al presumible
aumento de la iitigiosidad que tal medida llevaría consigo, supondría
la liberación de una carga que debe pesar sobre aquel que lia dado lu-
gar con su conducta objetivamente injusta a que el proceso se produz-
ca ; n: tampoco la índole pública de la institución constituye un argumen-
to irrebatible a favor de: ia gratuidad, pese a haberse empleado en ese
sentido por Aliono en sus "Kiflessioni sulla diminuzione delta litigiositá",
Inrisprudensa italiana, 1937, IV, 197, citado por Carnelutli, Instituciones,
pág. 205. Lo que. sí cabe afirmar es el carácter indiscutible del principio
de la gratuidad relativa de la Justicia, es decir, de la exención de los
gastos procesales concedida a aquellas personas a quienes la carencia
de bienes de fortuna convertiría la existencia de tales gastos en una
auténtica denegación de Justicia: el beneficio de pobreza constituye, por
lo tanto, un remedio necesario de la insuficiencia económica de tales pre-
suntos litigantes, un verdadero deber social del derecho procesal civil
para seguir la terminología de < ,e:-;sor.a, Los deberes sociales del De-
recho procesal civil, I8Q8. Oirá cuestión es, no obstante, la de si, pese a
esta índole uifrajurídica, por así decirlo, del principio, es necesaria su
formulación en mi texto de garantías políticas fundamentales: aquí pa-
rece más conveniente la adopción de una solución negativa, aunque haya
precedentes constitucionales en contrario.
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proceso no puede configurarse como una institución
de privilegio, otorgada a algunos y no a todos, pres-
cindiendo también de que consideraciones de distinta
índole aconsejen la ulterior diversificación de las dis-
tintas formas de actividad procesal (24).

ó. Principio de contradicción. — VA principio de con-
tradicción puede considerarse en cierto modo corno la
cara opuesta o el reverso del principio de libre acceso
al que acabamos de aludir (25). La interposición de
alegaciones contrarias ante el órgano judicial, la dis-
cusión, en suma, no es sólo un dicaz instrumento téc-
nico que utiliza el derecho positivo para obtener el
descubrimiento de los hechos relevantes para el pro-
ceso (26), sino una exigencia de justicia que ningún

(24) Kl proyecto de Fuero de los Españoles, elaborado por el Institu-
to de Ksiudios Políticos, alude expresamente al principio del libre acce-
so a la Jurisdicción en el párrafo primero de su art. 26, a tenor del
cual "iodos los españoles tendrán libre acceso a los Tribunales de Jus-
ticia". K"o será necesario adarar que esta fórmula no es susceptible de
recibir una interpretación a setistt contrario en lo que se refiere a los
extranjeros, a los que el precepto no se refiere ni positiva ni negativa-
mente; el extranjero tiene en este punto asegurado un derecho análo-
go por normas de carácter internacional que no es preciso incluir
aquí. Tampoco hará falta insistir en que la expresión "Tribunal de Jus-
ticia" abarca lo mismo a los órganos de la jurisdicción .unipersonales
que a los colegiados.

(25) Sólo en cierto modo, porque mientras que el derecho a acudir
libremente ante juzgados y Tribunales se refiere a la comparecencia de
las partes, el principio de la contradicción alude a la actividad ulterior
de estas mismas, a la facultad de exponer determinadas alegaciones
ante el órgano de la jurisdicción. No es difícil, sin embargo, colocarse
en wi) punto de vista que conduzca a un mismo plano uno y otro prin-
cipio : ello se consigue, en efecto, identificando el principio del libre ac-
ceso con el de la libre formulación c'e pretensiones; de este modo e¡
acceso será el derecho a pretender, la contradicción el derecho a oponer-
se a las pretensiones de otra persona: el primero de estos principios se.
refiere a la parte actora (demandante, acusador); el segundo- a la parte
pasiva del proceso (demandado, inculpado).

(26) La doctrina moderna italiana ha acentuado notablemente este

Q I ,
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sistema de Administración de Justicia puede omi-
tir (27). Por ello no aparece como discutible la vi-
gencia de esta máxima (28), y el carácter fundamental
que reviste en la mayor parte de las legislaciones de-
muestra suficientemente que no es una mera induc-
ción conceptual de preceptos positivos concretos sino
una prescripción auténtica del derecho natural dotada
de un contenido imperativo mínimo insoslayable UQ).
Naturalmente, el principio no se formula siempre de

carácter instrumental del clásico principio de la contradicción. Así, al
hablar Calamendrei en sos Isiituzioni da diritto procesua'c chile, 1041,
pág. 248, de. la "función del interés individual en la contradicción", hace
notar, incluso refiriéndose a la concepción tradicional del proceso civil.
cómo el estímulo del interés individual "se encontraba fundamentalmen-
te dirigido, sin que la parte fuera consciente de ello, a la satisfacción
del interés público, porque la actividad de cada litigante encontraba fren-
te a sí el control y 3a reacción de la parte adversaria, de modo que este
choque de esfuerzos individuales contrapuestos, de los que un Juez
imparcial obtenía la verdad, se resolvía involuntariamente en una cola-
boración en los fines de la justicia". La construcción es, sin (Inda, exac-
ta, pero la desvirtúa parcialmente la identificación que se propone en-
tre esta tesis y la defensa del principio dispositivo; en nuestro estudio
Juez y Hechos en el proceso civil, 19.13, págs. 103 y sigs., hemos tratado
precisamente de demostrar ia independencia que existe entre dicho prin-
cipio dispositivo y el de la iniciativa o contradicción ,'de la parte, así corno
la diferencia crítica que sobre uno y otro debe recaer.

(27) Excede incluso del puro ámbito procesal, puesto que se trata-
de una exigencia que en cualquier serie de actividades que pueda oca-
sionar un perjuicio para alguna persona debe y suele ser respetada.
Recordemos, en efecto, que fuera de la estricta Administración de Jus-
ticia, en la misma esfera administrativa, el principio de la audiencia del
interesado se considera como de general aplicación.

(28) Incluso se halla conservada con la misma significación que has-
ta ahora ha venido teniendo en la reciente doctrina a'emana: Bernhardt,
en su Rechtsstreit, I939; pág. 45, habla expresamente del principio de la
audiencia bilateral (Grundsais des beiderseitigen Gehors), afirmando
que a cada una de las partes se le han de dar en el proceso oportunida-
des de contradicción (audiatur et altera pars).

(29) Quizá se trate, en erecto, del principio de derecho natural más
característico de. entre todo;- los que hacen referencia a la Administra-
ción de Justicia.
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una manera idéntica: no solo varía en cada ordena-
miento jurídico su ámbito de aplicación y difieren las
medidas que tienden, a asegurarlo, sino que dentro
de un mismo derecho positivo es distinto su desarro-
llo en cada tipo de proceso (30). Pero cualquiera que
sean tales discrepancias hay un límite de formula-
ción (31) más allá del cual no puede irse sin infringir
un verdadero derecho de 3a persona humana (32).

/ . La igualdad procesal, pretendida norma de derecho
natural.-—.Finalmente sería todavía posible concebir co-
mo una norma fundamental impuesta por criterios es-
trictamente jiisiiaturalistas la que trata de implantar en
el proceso una posición de igualdad entre ambas paites
contendientes prohibiendo expresamente conceder

(30) Así, mientras que en alguno? sistemas, la mayor liarte de los
.actúalos, el desaprovechar las posibilidades de contradecir constituye
ía?) sólo una ventaja para el atacante al eliminar 3a oposición del ad-
versario sin que pueda su ausencia fundamentar una condena, en otros
tal ausencia lleva como consecuencia la victoria de la parte que compa-
rece, y en otros no hay posibilidad de sentencia siquiera sin una efectiva
contradicción. Dentro de nuestro derecho vigente encontramos aplica-
ciones de cada uno de estos criterios; en tanto que en el proceso civil
ordinario la ausencia del demandado no dispensa en general al actor de
probar el fundamento de sus pretensiones dándole la razón sólo, por
tañí o, si bonani causain habet, en el proceso penal la ausencia del incul-
pado no permite entrar en el fondo del asunto, puesto que la rebeldía
impide la terminación normal del procedimiento, y todavía en algún
caso especial, como el desahucio, la incomparecencia del demandado
obliga a fallar de conformidad con las pretensiones del actor.

(.i1) Que podría enunciarse diciendo que nadie puede ser condenado
sin que hayan 'tenido la posibilidad legal de ser oído previamente.

(32) • Por ello, el proyecto de Fuero de los Españoles, redactado por
el Instituto de Estudios Políticos, recoge en el art. 26, párrafo segundo,
in tintine, el principio de la contradicción, acogiendo la fórmula mínima
antes indicada para no prejuzgar las soluciones concretas que difieren
consideraTjlemoiíte en cada juicio, según sea civil o penal, de cognición
•(declarativo) o de ejecución: "nadie será sometido a un proceso en el
que no tenga la posibilidad legal de ser oído".
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a una medios o armas procesales superiores o inferio-
res en cuanto a su eticada a las que a la otra se otor-
gan (33). Ante una primera observación del problema
la respuesta afirmativa parece casi indiscutible y sólo
cuando se inédita en que el quid añadido por el princi-
pio de igualdad a los dos del acceso y la contradicción
antes mencionados no tiene, en realidad, sino un ca-
rácter secundario (34), se llega a comprender que la
norma de igualdad no puede ser equiparada en cuan-
to a su importancia a las dos anteriores y que es muy
dudoso su valor como criterio inspirador básico del
derecho procesal (35). Naturalmente, no debe creerse

(.33) ^on frecuencia ha sido formulado así expresamente, bien de
una manera genérica: %n iudiciis debe I servan acqua.iias, bien de mi
modo más concreto, referido en particular a la conducta de las partes
en sus recíprocas relaciones: non debet actori licere qtiod reo non per-
mitlütur.

(34) En efecto, lo esencial es la libertad de la pretensión y de la
oposición, pero no el quantum mínimo de intensidad que a una o a otra
se haya de reconocer. No hay ninguna razón para que en un proceso de-
terminado la actitud del que ataca sea jurídicamente equivalente a la
del que se defiende: las exigencias de la justicia quedan garantizadas
asegurando al defensor la posibilidad de atacar él a su vez en el mis-
mo o en otro proceso distinto. La razón de que el principio de la igual-
dad, no obstante esta observación fundamental, se haya propugnado con
tanta constancia se encuentra en la confusión que muchas veces se hace
entre tal principio y otras exigencias de tipo ético que sí son, natural-
mente, prescripciones del derecho natural, y en este sentido serán invo-
cadas más tarde. Se cree a menudo que el principio de la igualdad es
la fórmula que enuncia unitariamente determinados deberes del Juez
y de las partes, verbigracia, en lo que toca al primero la obligación de-
la imparcialidad, en lo que toca a la segunda los deberes de lealtad, ve-
racidad, colaboración. Pero ambos grupos de ideas pueden diferenciarse
sin dificultad.

(35) El propio derecho positivo no se inspira siempre en el princi-
pio de igualdad procesal que era, no obstante, al tiempo de su forma-
ción entro nosotros, casi un verdadero axioma jurídico. Y las manifes-
taciones contrarias que en él pueden descubrirse a este respecto no son
supuestos aislados que supongan una flexible interpretación del crite—
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por esto que la máxima de la igualdad esté por com-
pleto eliminada del ordenamiento dei proceso: puede
inüuir en éste de la misma manera que en otras acti-
vidades estatales si se estima, en general, que debe
responder a tal criterio la actividad del Estado; no
es, pues, una norma fundamental del proceso de ma-
nera directa, aunque puede serlo de un modo secun-
dario, indirecto o reflejo (36).

I I I

PRINCIPIOS REFERENTES AL OBJETO DEL PROCESO.

1. Planteamiento.— El problema de las relaciones
entre la Administración de Justicia y los derechos de
la persona humana presenta también facetas de inte-
rés con referencia no a los sujetos de la actividad
procesal sino en lo que toca a su objeto. En efecto, ya
desde un primer momento se comprende que a la
crítica jusnaturalista no es indiferente en modo alguno
el conocimiento y la valoración de aquellas materias
que, según un determinado sistema de derecho posi-

rio, como ocurre en el caso de la contradicción, sino auténticas deroga-
ciones parciales del mismo. Así, pensando en nuestro proceso civil típi-
co, el juicio declarativo ordinario de mayor cuantía, venios que la posi-
ción de cada una de las partes en él no es absolutamente idéntica: el
actor puede, verbigracia, limitar, si quiere, la fase expositiva del juicio
a la demanda y contestación. Véase, sobre esto, lo dicho en nuestros
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento civil, I, pág. 94-

(36) Así opera el principio dentro del proyecto del Fuero de los
Españoles, elaborado por el Instituto de Estudios Políticos, el cua!, en
su art. 24, señala un criterio de igualdad como norma general de la acti-
vidad del Estado, puesto que dice: "todos los españoles son iguales
ante la ley y recibirán igual trato de las autoridades administrativas y
los Tribunales de justicia".
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tivo, pueden ser o no pueden ser incluidas en un
proceso. De aquí que esta cuestión, afectada no sólo
por consideraciones técnicas sino también por pre-
ocupaciones políticas de extrema delicadeza, no deban
ser ahora soslayadas.

2. Proceso civil y proceso penal.—En principio exis-
te toda una importante serie de temas cuya adscrip-
ción, como fundamentos de una posible pretensión, al
mundo del proceso no ofrece dificultad alguna: tales
son las materias que por su naturaleza se incluyen en
el derecho civil y en el derecho penal. Las normas
jurídicas civiles son, en efecto, las que característica-
mente se configuran como valorables en un proceso,
precisamente en el proceso civil que es, desde el punto
de vista doctrinal y práctico, el más importante de
todos. Por lo que toca a las normas penales, tal ca-
racterística, si bien se atenúa en cierto aspecto, se
acentúa en otro, puesto que las normas penales no
conocen otro tipo de actuación que la actuación ju-
dicial, a tenor del principio vigente en nuestro dere-
cho positivo y que se recoge en el artículo i de la
Ley de Enjuiciamiento criminal: nenio damnetur nisiper
légale judichim» (37)-

(37)' 'Ei criterio es perfectamente admisible en lo que toca a la ga-
rantía de los derechos de la persona humana, puesto que la institución
del proceso es la medida que en la práctica se. ha revelado más eficaz
para satisfacer tales derechos. La cuestión podría presentarse en el sen-
tido opuesto, es decir, preguntando si la sustracción al ámbito procesal
de determinadas materias civiles o penales, fenómeno que el vigente de-
recho presenta con cierta frecuencia alarmante, es un ataque a los dere-
chos de la personalidad. La contestación no puede darse aquí de un
modo absoluto y de manera análoga a lo que ocurre en los derechos po-
líticos y administrativos, que más tarde se examinan, preciso será con-
tentarse con una respuesta relativa: en ia materia civil y penal el pro-
ceso en tanto es r.arura'inente necesario en cuanto que la actividad ideada
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3. Las normas del Derecho público como objeto de un
posible proceso.—Más dificultades se plantean en relación
con otros sectores del ordenamiento jurídico cuya re-
levancia procesal a este respecto no aparece tan clara.
La referencia no se hace ahora, sin embargo, a las ra-
mas del derecho privado, distintas del civil, que pue-
dan concebirse como posibles fundamentos de una
pretensión porque su aptitud para figurar como obje-
tos de un proceso no es teórica ni prácticamente dis-
cutida, salvo ciertas excepciones (38). Son las normas
o conjunto de normas enclavadas en el Derecho pú-
blico las que suscitan a este respecto la mayoría de
las dudas, especialmente en lo que toca a las grandes
divisiones de aquel derecho público en los sectores
del derecho político, del derecho administrativo y del
derecho internacional.

4. Proceso político: su posibilidad y conveniencias.—•
Comenzando por el derecho político es innegable la
posibilidad teórica de considerar a sus normas como
preceptos invocables en un proceso admitiendo así la
formulación de pretensiones con un fundamento de
tal naturaleza (39). Kn efecto, nada se opone teórica-

para üiiftííuirle no ofrezca garantías de llegar a una solución justa en una
proporción tolerable de casos.

Í3^) Piénsese, verbigracia, en el derecho mercantil o en el derecho
hipotecario. En cnanto a fas excepciones aparecen casi totalmente en
aquellos complejos de materias cuya incorporación al derecho privado
es, precisamente, más dudosa: derecho agrario, derecho de 'familia, de-
Techo de los menores.

(39) El problema está estrechamente relacionado con la posibilidad
;le concebir auténticos derechos públicos subjetivos; pero una y otra
cuestión no se identifica:; en absoluto totalmente, puesto que el funda-
mento de una pretensión procesal no necesita ser por fuerza un derecho
subjetivo; no lo es siquiera ni en el propio proceso civil, como lo de-
muestra la existencia de la conocida figura de la acción (pretensión) de-
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mente a que quien se sienta lesionado por una activi-
dad de la Autoridad o de los particulares que estima
prohibida por alguna norma de derecho político re-
dame del Estado la realización de determinada con-
ducta que anule aquella actividad y repare la le-
sión (40); nada se opone igualmente a que el ordena-
miento jurídico instituya una serie especial de órganos
con la misión particular de recoger, examinar y actuar,
si son fundadas, tales pretensiones (41).

Sin embargo, contra la existencia de este, proceso
de Upo político (42) se han alegado frecuentemente im-

clanitiva. Por esta razón, el extendido movimiento doctrinal alemán en-,
contra del derecho público subjetivo, que lia llevado incluso a afirmar
su extinción: Maunz, "Das Ende des suhjefctiven offentlichen Reclits",
en la Zeüschrifí fur die gesammlc Staatswissen^chaft, 1936, pág. 71,
puede servir de crítica indirecta o refleja de la figura del proceso polí-
tico, pero 110 constituye un argumento inmediato en contra de su exis-
tencia.

(40) E«u> es, en efecto, lo que exige la aplicación estricta de la idea.
procesal. Se pone, naturalmente, en primer plano la conducta que se
pide del órgano del Estado, y en segundo lugar la repercusión que di-
cha conducta ha de ejercer en la situación jurídico-material del recla-
mante. Pero esto no es sino una consecuencia lógica del concepto em-
pleado del proceso, puesto que, procesalmente hablando, la modificación
de la situación extraprocesal es una consecuencia que, pese a su impor-
tancia, sólo se consigue por vía secundaria.

(41) No hay inconveniente, incluso, si las circunstancias generales lo
permiten, en confiar la intervención, en esta clase de procesos a los mis-
mos órganos de la jurisdicción ordinaria, dando así un paso adelante'
en la vía de la unificación procesal. Pues no es esencial una especializa-
ción en tales órganos respecto a los judiciales comunes, sino que bas-
ta con su adscripción general al orden jurisdiccional. El decidirse por
una u otra solución es, por ello, en definitiva, una cuestión de mera opor-
tunidad.

(42) Al hablar de proceso político ha de entenderse que el califica-,
tivo se refiere al objeto y no a la índole o naturaleza de la actividad.
El proceso es político porque las normas que sirven de fundamento a la
pretensión correspondiente pertenecen a aquel sector del ordenamiento
jurídico, pero no quiere decir esto que los actos que en él se realizaiii
tengan un sentido diferente a los de cualquier otra actividad procesal..
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portantes razones que no se pueden desconocer (43);
se ha afirmado en particular que, no pudiendo estar
subordinada la decisión política a consideraciones de
tipo jurídico estricto que son las únicas que un Tri-
bunal de Justicia es apto para valorar (44), la ordena-
ción de un proceso de esta clase resulta una medida
perturbadora o, en el mejor de los casos, ineficaz (45).
Someter la política a lo jurisdiccional equivaldría a
racionalizar hasta el último grado la esencia de la ac-

Conviene desde luego hacer esta aclaración para evitar las confusiones'
que el ambiguo significado de la expresión ''proceso político" puede
producir. En realidad, en el llamado proceso político la posición del
Juez con respecto al derecho objetivo es idéntica a la que ocupa ca
cualquier otro tipo de proceso. Ni debe verse en los supuestos de juris-
dicción constitucional una hipótesis precursora de una modificación con-
ceptual a este respecto, como apunta Goldschmidt, Der Prosess aLt
Rechtslagc, 1925, pág. 158.

(43) Principalmente se conexiona la idea y la defensa de un pro-
ceso político con el complejo de doctrinas liberales sobre la función y
la estructura estatales. Esta conexión no puede ser negada en abso-
luto, desde luego, pero debe afirmarse que en ella se da más bien la
identificación de los principios contrarios que no la coincidencia de los
señalados. Más que plena equivalencia entre liberalismo y jurisdicción
política, lo que puede sostenerse es la negación de la segunda, doctrinal
y prácticamente, en 1111 régimen de acentuada autoridad. Pero aquí,,
igual que en otros casos, el criterio de autoridad y el criterio de liber-
tad no pueden tomarse como valores infalibles de inspiración, sino,
dentro de ciertos límites, como puras indicaciones instrumentales, de las
que cada ordenamiento jurídico debe tomar, según sus necesidades, una.
dosis mayor o menor.

(44) En efecto, los Tribunales de Justicia utilizan preferentemente
las valoraciones de fundamentación o no fundamentación para llegar a
un determinado resultado; los órganos del Alando o Poder político, las
de la oportunidad o inoportunidad.

(45) Perturbadora si el órgano jurisdiccional consigue que sus man-
datos priven sobre las decisiones de índole política; ineficaces si esta po-
sición de supremación 110 se logra y es la decisión jurisdiccional la que
queda sometida a lo político t:n una ulterior calificación.
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tividad estatal y convertir a la jurisdicción en la ins-
tancia suprema de la vida del país (46).

Pero esta argumentación, no obstante su fuerza
aparente, parte de premisas erróneas que llevan, natu-
ralmente, a una conclusión equivocada. La premisa
errónea fundamental de que se parte es la propia no-
ción esencial del proceso, puesto que para construir
la tesis negativa antes señalada se emplea un concepto
del proceso hoy científicamente superable: un con-
cepto del proceso que no ve en él sino la aplicación,
realización o actuación (Durchführung, Vetivirkl-ichiing)
del mandato abstracto que toda norma jurídica en-
cierra (47). Planteado así el problema, la repulsa del
•proceso político resulta extraordinariamente fundada,

(46) Lo que ciertamente no es una solución deseable ni puede si-
• quiera propugnarse por los más enconados detensores (le la juridización
de un Estado.

(47) La concepción es todavía hoy la dominante, y de ella se afir-
"ina, sin duda en comparación con la doctrina aún más insatisíactoria
que ve en el proceso una actividad de tutela de los derechos subjetivos,
•yue constituye una de las bases primordiales ¡leí derecho del proceso.
.En este sentido puede citarse el ensayo de Chiovenda, "L'azdone nel sis-
'tema dei dirdtti", en Saggi di diritto processuale civile, 1930, I, nota (1,
págs. 32 y sigs., el cual, aunque de fecha ciertamente alejada en su re-
dacción originaria (1903), conserva gran parte de su extraordinario y ca-
racterístico valor científico. Chiovenda dice literalmente que considera
esta concepción objetiva no sólo como exacta, sino como uno de los pi-
mientos de la moderna ciencia procesal. Pero no parece dudoso que la
concepción objetiva del proceso, así como la de la ación como un dere-
•cho dirigido a obtener una sentencia favorable, o la del proceso como
-una actividad de sustitución, muestra todavía en su fondo un importan-
te residuo de las antiguas doctrinas que ligaban el proceso a la reali-
dad jurídica material y siguen pensando en aquel como un sustitutdvo o
un subrogado de esta. Desde luego, hoy día tíos encontramos bastante.
más allá de esta posición, y sin llegar a escindir el total ordenamiento
jurídico en dos ámbitos distintos, el del derecho material y el del de-
recho procesal, cabe oponerse a la configuración del segundo como un
instrumento de la realización del primero.
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puesto que el dar vida concreta a las prescripciones
genéricas que el Poder político emite no parece que
sea una función que pueda desconectarse de la com-
petencia de dicho Poder, al que no cabe limitar a una
mera declaración de principios casi teóricos y desli-
garlo de la función, de realizar aquellas normas como
algo vivo en el seno de la comunidad social; es más,
a base de esta concepción cabría afirmar que la activi-
dad procesal es toda ella una desviación o, peor aún,
usurpación de auténticas finalidades administrati-
vas (48). Ahora bien, partiendo de la idea de que el
proceso opera sobre datos esencialmente distintos de
los que se elaboran por la función legislativa o admi-
nistrativa, afirmando, en. efecto, que el sentido de las
actividades procesales no es el de tutelar un derecho.
subjetivo ni el de actuar el derecho objetivo sino el
de satisfacer una pretensión, se comprende la posibi-
lidad de colocar el problema sobre bases distintas,
que permiten un enfoque distinto de la cuestión (49).

(48) Puesto que el derecho administrativo se ocupa de los proble-
mas (en principio todos los problemas) que plantea el cumplimiento de
los fines de interés general, los cuales se señalan por la actividad políti-
ca del Estado. Una definición amplia de este tipo es expresamente acep-
tada por la doctrina administrativa. Véase, entre otros, verbigracia, Gas-
cón, Derecho Administrativo, 194.T, I, pág. 57, cuando dice que el dere-
cho administrativo "estudia el conjunto de normas o reglas jurídicas re-
lativas a la actividad encaminada a la realización de los fines de inte-
rés general". En realidad, la admisión del concepto objetivo como c'a-
ve de la esencia del proceso obliga ulteriormente a una fatigosa y en
definitiva estéril investigación de los criterios distintivos entre Juris-
dicción y Administración.

(4.9) No podría haber en este caso superposición o confusión de la
actividad judicial con ninguna otra de las actividades estatales. Sería
preciso evidentemente afinar todavía más el criterio en el sentido de re-
conocer la posibilidad, por lo menos de hecho, tic que ciertas pretensio-
nes no sean dirigidas al órgano jurisdiccional, sino a otro distinto: 1c-
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La actuación de la pretensión no es la realización con-
creta de la norma jurídica ni la protección de los in-
tereses primariamente tutelados por dichas normas: es
la resolución de un problema específicamente distinto
al legislativo o al administrativo; no es un señalamien-
to de fines de interés general (política) ni una activi-
dad de realización específica de tales fines (adminis-
tración), sino el cumplimiento de una misión absolu-
tamente determinada y distinta de las demás: el man-
tenimiento de la justa paz social (50).

Entonces, la verdadera clave de la cuestión que
plantea la admisibilidad, o inadmisibilidad de un pro-
ceso político no debe buscarse en una investigación
sobre la naturaleza del tipo, el cual no encuentra en
sí razones inmanentes decisivas en pro de una solti-

gislativo (Cortes), ejecutivo (Gobierno, Administración). Pero la ulte-
rior depuración puede obtenerse pensando en el criterio de la destina-
ción específica del órgano; el Juez no es Juez en tanto que resuelve pre-
tcnsiones, sino en tanto en cuanto está especialmente instituido para re-
solverlas.

(50) No cabe objetar que el planteamiento dado al problema consti-
tuye una nieta especulación doctrinal que en ¡a práctica 110 supone mo-
dificación alguna respecto a las tesis anteriores. Porque en este punto lo
grave prácticamente no está eu que un acto político concreto de determi-
nada Autoridad quede o no quede sin electo, sino en el sentido que se
le dé a esa ineficacia: eu que se admita en términos generales la para-
lización de una decisión política por una decisión jurisdiccional. Ahora
bien, si se entiende que. eí objeto directo de la resolución judicial no es
aquella decisión política ni las normas que ella maneja, sino la preten-
sión de la parte, resultará, desde luego, que el problema de sus
términos generales ha quedado eliminado para convertirse en r.na serie
posible de cuestiones concretas independientes cuyo estricto conocimiento
no perturba la actividad del Mando. El valor inspirador del criterio
que se defiende en el texto aparece claro, por otra parte; debe rechazar-
se la actividad judicial de oficio en éste como en loa restantes supuestos
procesales; no cabe una anulación directa de un acto político o adminis-
trativo; es posible la sustitución de los criterios puramente jurídicos por
«tros en que se tenga en cuenta la equidad e incluso, dentro de ciertos,
límites, la necesidad u oportunidad política de la decisión.
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cióti negativa o positiva. Debe buscarse, más bien, en
el examen del clima jurídico del país en que tal pro-
ceso trate de implantarse; él decidirá, en efecto, sobre
la adaptabilidad en concreto del proceso político al
derecho positivo de que se trate (51). Y pensando
concretamente en España, en nuestras particulares
posibilidades y exigencias, cabe afirmar que un pri-
mer paso en la implantación de este tipo de proceso
puede ser dado (52).

5. Proceso administrativo: su significación.—¥A fito-

(51) .Por ello, dice S. S. Pío XII en el mensaje radiofónico de la
víspera de Navidad de 1942, acerca de El nuevo orden del mundo, que
las relaciones del hombre para con el hombre, del individuo para con
la sociedad y de la Autoridad para con los particulares han de colocarse
sobre una ciara base jurídica y bajo la tutela, si fuese, necesario, de la
Autoridad judicial. La tutela judicial no se predica, por tanto, en ab-
soluto de las relaciones mencionadas, sino en tanto sea necesario; es,
pues, Ja ponderación cié esta necesidad la que lia <ie decidir sobre si debe
o no someterse la materia política (relación esencial entre Autoridad y
particulares) al conocimiento de los órganos jurisdiccionales.

(52) El proyecto de Fuero de los Españoles, elaborado por el Ins-
tituto de Estudios Políticos, da precisamente este primer paso al esta-
blecer eti los artículos 38 y 39 una protección específica de los derechos,
de carácter eminentemente político, que en 61 se reconocen, cuando ca-
rezcan de acción ante los Tribunales de justicia. Acaso quiera obser-
varse que la tutela establecida por tales preceptos no tiene una verda-
dera naturaleza procesal. Pero la corrección en realidad carecería de.
fundamento; aunque el proyecto haya evitado cuidadosamente el men-
cionar la palabra "proceso" o "jurisdicción" se dan en este supuesto to-
dos los elementos del concepto del proceso: la pretensión de la parte (re-
curso) y la decisión por un órgano específicamente constituido para ello
(Sala de Justicia del Consejo de Estado). Lo que sí puede y debe ad-
mitirse es que de los dos recursos establecidos por el art. 38, el llamado
de contrafuero queda fuera del ámbito procesal, puesto que en él, a di-
ferencia del llamado de desafuero, la Sala de Justicia no decide en rea-
lidad, sino que. e'eva su parecer al Jefe del Estado para que éste resuel-
va en definitiva, según prescribe el art. 39. Y esto parece lógico si se
piensa que tal recurso de contrafuero se da, a tenor de lo que ordena
el art. 38, nútn. 1, "para el restablecimiento del orden legal" contra "dis-
posiciones generales", misión que, en realidad, no corresponde realizar a
3a institución procesal.
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ceso administrativo, en cuanto a su fundamento, no
plantea tan graves dificultades como el político, pero
tampoco está exento, a este respecto, de suscitar
cuestiones de interés. En primer término, conviene
ponerse de acuerdo acerca de la naturaleza y signifi-
cación de esta figura comúnmente envuelta en. la erró-
nea, aunque ya histórica terminología, del recurso
contcncioso-administrativo (53); en realidad toda la
polémica sobre su compatibilidad con determinadas
formas de Estado moderno es simplemente una cues-
tión sobre la adaptabilidad de la idea procesal al mun-
do del derecho administrativo, sobre la posibilidad
de que normas de Derecho administrativo constituyan
el fundamento de una pretensión que han de exami-
nar y actuar, en su caso, órganos instituidos especial-
mente para ello, es decir, órganos jurisdicciona-
les (54).

Evidentemente, las razones que juegan en el caso

(53) Como lie apuntado en otra ocasión: prólogo a ia obra de Ló-
pez Rodó, El coadyuvante en lo contcncioso-administraiwo, 1043, pági-
nas 2 y sigs., la denominación "recurso contencioso-administrativo" es
impropia "no sólo por la alusión a la figura del recurso, sino también
por la referencia a la idea de contienda", y conviene traducirla, "si quie-
re darse una caracterización más exacta de su naturaleza, por la de pre-
tensión (acción) que origina un proceso administrativo de carácter gene-
ral o común". La pretensión o acción ("recurso") procesal ("contencio-
so") administrativo es, pues, el objeto de un tipo especial de proceso
que puede recibir, sin inconveniente, el nombre de proceso administra-
tivo.

(54) Si no existe la institución especial de ios órganos de actuación
de la pretensión, bien unidos a los judiciales comunes, bien formando
un orden distinto, la figura del proceso administrativo se desvanece al
faltar uno de los elemeutos esenciales del concepto. Tiene esto particular
interés en aplicación al problema de las llamadas jurisdicciones reíetnda
y delegada. La jurisdicción retenida no es, en realidad, verdadera juris-
dicción de ninguna clase, ni su actividad es judicial, sino administrativa,
aunque esté sometida a un procedimiento con todas la? características.
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del proceso político para mostrar la irrelevancia ¿V¿
genere de esta figura respecto a las normas del dere-
cho natural vuelven a repetirse, y aún más acentuadas,
en materia de proceso administrativo (55). Sin duda
nada se opone en teoría a la construción jurídica de
pretensiones fundadas en las normas que regulan la
actividad de la Administración y a su resolución por
órganos jurisdiccionales, bien pertenecientes al orden
común de la jurisdicción, bien constitutivos de una
rama u orden especial (56). Y las razones que a ptiori

formales de un proceso. La jurisdicción delegada es autéuLica jurisdic-
ción, y su actividad verdadera actividad procesal cuando, y sólo cuando,
la delegación es meramente de principio: cuando las resoluciones tienen
verdadero carácter de decisiones, esto es, de sentencias, términos en-
tre los que no hay diferencia alguna a este respecto contra la opinión
de Silvela, sin que importe que esté confiada a un órgano de índole, en
general, consultiva si dentro de dicho órgano se individualiza un colegio
menor destinado especialmente al examen de ios "recursos" : aquí, a la
inversa que en el caso anterior, habría una estructura formalmente ad-
ministrativa y stistancialmente procesal.

(55) Naturalmente, tal irrelevancia se afirma sólo de la existencia o
inexistencia del proceso administrativo, pero no de la manera coa que
este proceso se ordene una vez que el derecho positivo ha decidido sa
implantación. Kl problema que queda al margen del derecho natural es,
por consiguiente, el del an, pero no el del qii-omodo de la institución.

(56) Puede faltar, pues, en un sistema jurídico cualquiera un pro-
ceso administrativo, bien porque la materia no se considere como sus-
ceptible de ser tratada procesalmente, bien porque, a la inversa, se esti-
me que no hay razón para separar este tipo de pretensiones de las pre-
tensiones ordinarias fundadas en normas de Derecho privado; en este
último caso se produciría, por tanto, una fusión entre el proceso civil y
el proceso administrativo. Si la existencia misma de éste ha de ser de-
cidida con arreglo a las circunstancias .concreías de tiempo y de lugar,
más aún habrán de influir tales indicaciones, una vez decidido afirmati-
vamente el problema, sobre la creación o no de un verdadero tipo espe-
cial a este respecto: la defensa de la jurisdicción tínica a¡ modo como
lo hace entre nosotros, por ejemplo, GonzáVw en la introducción de su
obra La materia administrativa, 1903, es una, posición muy estimable,
sin duda, pero no impuesta, como tampoco la solución contraria, por nin-
gún criterio de orden superior al de la propia conveniencia técnica de
cada una de aquéllas.

IOS



JAIME CxUASP

quisieran rechazar esta posibilidad o afirmar su genc-
rai inconveniencia práctica no serían atendibles por
ios mismos motivos que en el caso del proceso polí-
tico; en realidad, la vía procesal administrativa no per-
turba en nada la actividad administrativa; se mueve
en distinta esfera que ella, puesto que no trata de rea-
lizar el derecho objetivo ni de tutelar el derecho sub-
jetivo, sino de llevar a cabo una misión bien diferente
de pacificación (5/).

El hecho de que en materia administrativa la com-
plicación política de la materia sea menor y su com-
plejidad técnico-jurídica mayor que en la esfera cons-
titucional explica que esta clara idea de la compati-

(57) Lo misino cabe afirmar del peculiar tipo de "recurso conten-
cioso' que la doctrina conoce con ei nombre de "contencioso objetivo",
dificultado cu su estricta coiiiprer.sión por la falta de un enfoque pro-
cesal que aclare su esencia. Si se hubieran trasplantado al 'campo de lo
contencioso las ideas fundamentales del derecho procesal no se hubie-
ra visto singularidad alguna en e! hecho de que, no ya derechos subje-
tivos, sino posiciones jurídicas de menor categoría pudieran operar
como fundamento invocable de una pretensión: ha largo tiempo que el
proceso civil se desligó de la idea de tutela de los derechos subjetivos y
en numerosas e importantes figuras, por ejemplo, la de la acción (pre-
tensión) declarativa ha construido nociones en que el proceso ordinario
se estructura objetivamente también. Y si se hubiera insistido en la me-
ditación de las perspectivas procesales del problema se habría compro-
bado asimismo que la contraposición , derecho subjetivo-interés, a este
respecto, sin ser del todo inexacta, está planteada sobre una base falsa:
no es que el interés sustituya al derecho subjetivo, sino que la legitima-
ción para el proceso correspondiente la da en unos casos la titularidad
del derecho subjetivo, en otros la titularidad de un interés. Pero en el
contencioso objetivo no se protegen intereses, como tampoco en el con-
tencioso subjetivo se tutelan derechos particulares; en unos y en otros
se actúan pretensiones cuando su fundamento es una norma, o conjunto
de normas del derecho objetivo. La noción del interés en el recurso
contencioso objetivo tiene que abandonar, ¡mes, el lugar que hasta aho-
ra ha ocupado como elemento integrante del problema de fondo para
pasar a formar parte del problema procesal, previo, pero secundario,
de la legitimación. Una evolución parecida se ha producido o está en
vía.s de frodurirse hov va Ir.mbién en el uroceso civil.
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bilidad del «recurso contencioso» (proceso adminis-
trativo) con un régimen político autoritario se haya
ido abriendo paso cada vez más con fuerza extraor-
dinaria (58) y que en España el derecho positivo la
haya afirmado recientemente del modo más inequí-
voco posible: volviendo a poner en funcionamiento
la institución (59). Puesto que son aquí también las
circunstancias históricas contingentes de tiempo y de
Jugar las que dictan el juicio definitivo en la materia,
debe volverse a aplicar la fórmula magistral que antes
se recogió (60). Y examinando atentamente nuestro
país y nuestro momento, recordando los favorables
precedentes que este tipo procesal cuenta entre nos-
otros y reconociendo que la necesaria suspensión por
la difícil situación atravesada debe ceder el paso pau-
latinamente al restablecimiento de una institución ju-
rídica normal de eficacia demostrada, cabe pronunciar
una crítica favorable, sin reparos, desde el punto de
vista jiLsnaturalista a la entrada en vigor de los anti-

(58) Knire nosotros la tesis lia sido brillantemente defendida por
Royo Villanova, S., en su artículo "Lo coníeiicioso-adruinistrativo eu los
Estados totalitarios", publicado en la Revista General de Legislación y
Jurisprudencia, tomo CLXX, págs. 307 y sigs.

(59) Así se lia hecho, en efecto, en ¡o que loca a pretensiones dirigi-
das contra la Administración central por la reciente ley de 18 de marzo
de 1944, a tenor de cuyo art. i." "se restablece ante el Tribunal Supremo
e! recurso contencioso-administrativo contra las resoluciones que dicte
en la sucesivo la Administración central, en las que concurran los requi-
sitos exigidos por el art. i." de la ley de 22 de junio de 1894". Se exclu-
yen 'as resoluciones de personal a que se refiere el art. 3.0; el "recurso
de agravios", <!e que trata el art. 4.", 110 es una verdadera pretensión
procesal dada la índole no jurisdiccional del órgano llamado a deci-
dirlos.

(60) La de S. S. Pío XII en el mensaje sobre El nuevo orden, del
mundo, 1942, cuando habla de colocar sobre una base jurídica y bajo la
tutela judicial, en caso necesario, las relaciones de la Autoridad y los
particulares.
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guos textos organizadores de la institución (Gi). El pro-
ceso administrativo se afirma, en consecuencia, entre
nosotros como una figura de suma conveniencia, no
impuesta ni, naturalmente, prohibida por el Derecho
natural pero, dada nuestra evolución jurídica general
desde hace un siglo, más cerca del primero que del
segundo de estos términos (62).

Con menor amplitud que el proceso administrativo
común («recurso contencioso») existen otros tipos aná-
logos que la ciencia general del proceso no puede de-
jar de incluir en su ámbito. En efecto, así como en el
derecho administrativo general existen determinadas
ramas teóricas que asumen prácticamente la fisonomía
de disciplinas autónomas, de igual modo en el aspecto
procesal de estas cuestiones se encuentran clases de
procesos menos importantes pero anexas, en. cuanto
a su naturaleza, al proceso administrativo general.
Dos de estas ramas interesa mencionar particular-

(61) .Esto no quiere decir, naturalmente, que ta'es textos no deban
ser .corregidos de acuerdo con las exigencias de ¡a época actual que no
presenta problemas idénticos a los de fines de! siglo pasado c:i que se
dictaron entre nosotros las disposiciones fundamentales sobre proceso
administrativo. lista labor de urgencia y puesta al día de las normas ha
hecho bien, sin embargo, en no dificultar la vuelta al régimen jurídico
imperante con anterioridad.

(62) No existe una rotunda declaración a favor de la existencia del
proceso administrativo en el Fuero de los Españoles proyectado por .el
Instituto de Estudios Políticos; mucho menos la repulsa explícita o im-
plícita de tal figura. En realidad, examinando el contenido del art. 27
del Fuero se observa, sin embargo, una marcada inclinación a admitir el
tipo procesal a que ahora se alude. En efecto, según el art. 27 citado,
"contra todos los actos reglados de la Administración pública podrán
interponerse recursos gubernativos o jurisdiccionales en la forma re-
gulada por la ley". El supuesto del acto "reglado" merecería remeditar-
se a la luz de la consideración procesal que tantos beneficios reporta al
estudio de lo contencioso-administrativo; en cuanto a la dualidad "re-
cursos gubernativos o jurisdiccionales", debe observarse que sólo el se-
gundo de estos dos términos comprende auténtica materia procesal.
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mente: el proceso tributario o fina?iciero y el proceso la-
boral o social. El primero de ellos (63), con borrosa
consideración hoy día en nuestra doctrina (64), tiene
reservado sin duda un amplio margen, de expansión a
medida que las consideraciones generales se extien-
dan a una zona antes desacertadamente acotada (65);
el segundo (66), cuyo desarrollo se ha mostrado con
un empuje legal y doctrinal verdaderamente formi-
dable (67), aparece hoy ya como una figura indiscu-

(63) Que podría definirse corno aquel que tiene por objeto preten-
siones fundada? en normas de derecho í'nanciero (tributario, fiscal).

(6-j.) La ciencia procesal italiana lia comenzado ya, sin embargo, des-
de hace tiempo a prestar atención a esta figura. Véase Carneiutti, "lutro-
duzione alio studio del diritto processuale tributario", en Rivisia di
diritto processuale civilc, 1932, primera parte, págs. 105 y sigs. Entre
nosotros se lia publicado recientemente una obra: la de Fábregas del
.Pilar, Procedimiento en las reclamaciones económico-udministruiivcut,
1043, cuyo subtítulo Derecho procesal contencioso (?) de las Haciendas
públicas parecía indicar una orientación del tino de la que aquí se indi-
ca. Sin embargo, la construcción procesal moderna del tema permanece
aún inédita en España; la obra de Fábregas maneja, a este respecto,
unos conceptos absolutamente superados; véase, por ejemplo, la pági-
na 7, donde se define el derecho procesal de la Hacienda pública como
"aquella parte del derecho fiscal que se refiere a la regulación jurídica
de ¡os procedimientos destinados a. dar efectividad a las disposiciones
fiscales de carácter sustantivo y sancionador", y la página 15, donde se
incluye, dentro del derecho procesal ,110 contncioso (?), el procedimien-
to gubernativo general del Ministerio, la inspección, ordenación de pa-
gos, recaudación, etc. Si la recaudación de impuestos es materia proce-
sal, forzoso será concluir que el concepto de nuestra institución básica
ha sido llevado a unos límites que no permiten su preciso tratamiento
científico ulterior.

(65) Consecuencias de la introducción de este proceso, de enorme
significación en la práctica como fácilmente puede comprenderse, sería
una decisión más depurada de las pretensiones formuladas en materia
fiscal con ventaja incluso para la propia Hacienda.

(66) Que podría definirse como aquel que tiene por objeto pretensio-
nes fundadas en normas de derecho laboral o social.

(67) No es necesario detallar el rico movimiento bibliográfico a que
este desarrollo ha dado lugar; recordemos, por no citar sino los ejem-
plos más significativos, los estudios sobre Tribunales del Trabajo he-
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tidíL que las necesidades reales han consolidado ple-
namente e incluso se inicia en él. la curva de regreso-
hacia posiciones marcadas con menos firmeza (68).
Pero tanto de uno como de otro proceso, del que
avanza como del que retrocede, puede sostenerse que
no encuentran frente a ellos criterios iusnaturali.stas
superiores que decidan sobre su evolución; es cierto
que el de equidad es un argumento que se hace valer
frecuentemente tanto en su favor como en su contra,
pero esta equidad no habla abstractamente, respecto a
dichos procesos, en uno ni en otro sentido; con más
razón aún que en los casos anteriores la estimación de
los factores de tiempo y lugar arroja el resultado de-
cisivo en la materia (69).

6. Proceso internacional: su admisibilidad.—Conti-
nuando la indagación de los conjuntos de normas que
pueden dar lugar, mediante la fundamentación de las
correspondientes pretensiones, a procesos de tipo es-
pecial, encontraríamos todavía una figura de induda-

chos en Alemania por Kaskcl, Dersch-Volkmar, Hueck-Nipperdey; en
Italia los de Pergolesi, Carnelutti, Jaeger, Deiitala; en España, final-
mente, los de Hinojosa, De Buen, Pérez Serrano.

(68) En efecto, la nueva legislación italiana da un paso importan-
te hacia la fusión del proceso labora) y el proceso civil, incluyendo las
normas referentes al primero en el texto fundamental dedicado al últi-
mo. Según la relación elevada por el Ministro Grandi al Rey, las ma-
gistraturas especiales, que se consideran "en momentos de renovación
del listado como las válvulas de seguridad del ordenamiento jurídico,
tienen una función transitoria y contingente siempre"; su i unción se
agota cuando el nuevo derecho se afirma victorioso en la nueva Codi-
ficación. A medida que la técnica del proceso civil avanza, van atenuán-
dose o desapareciendo las especialidades, mucho más cuando en aquél
se dejan sentir las preocupaciones de brevedad, sencillez y economía que
dieron origen a la creación de éstas.

(69) Ambos tipos han sido omitidos en el proyecto de Fuero de los.
Españoles, redactado por el Instituto de Estudios Políticos.
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ble trascendencia: el proceso internacional ijo). V.n la
medida en que ios preceptos del derecho internacio-
nal puedan, al ser infringidos, dar lugar a reclamacio-
nes de los sujetos jurídicos (71) ante órganos espe-
cialmente instituidos para ello (72), sería preciso
reconocer la existencia de un proceso internacional
tal como la figura debe definirse de acuerdo con las
normas fundamentales ya conocidas (73). Pero si la

(70) No debe confundirse c-J proceso internacional con el ámbito
internacional del proceso interno, del mismo modo que no debe ser
identificando el derecho internacional procesal con el derecho procesal
internacional, el cual comprende aquellas disposiciones del derecho pro-
cesal interno que tienen, como razón de ser, la coexistencia tic diversos
Kstados, de tal modo que, sin dicha coexistencia, tales normas no po-
drían ser pensadas: "Morelli, 11 diritto processuale civile intcmiaxionalc,
1938. Kn las líneas que siguen nos referimos únicamente al proceso in-
ternacional y no a las medidas procesales de dimensión o alcance extra-
estatal. Ello no quiere decir que estas últimas no planteen también en el
terreno que ahora nos ocupa cuestiones de interés; recuérdese, verbi-
gracia, el problema de la reciprocidad en materia de ejecución de deci-
siones extranjeras. La distinta naturaleza de uno y otro tema explica
la separación que de ellos hacemos aquí; no es difícil, en lo que respec-
ta al segando, deducir las conclusiones más importantes de lo que va
dicho hasta ahora y de lo que a continuación se dirá.

(71) I-a indicación de si como tales sujetos debe considerarse sólo
a los Estados o también a los particulares interesados directamente 210
puede ser resuelta ahora de manera absoluta; depende de la idea que
se tenga de la estructura del orden jurídico internacional.

(72) listos órganos podrán ser sirperestatales o estatales simple-
mente dotados de un Estatuto de carácter internacional; la idea de un
proceso internacional no exige, para su existencia, un órgano de la pri-
mera clase; lo único que reclama, para dar satisfacción al concepto, es
que se trate de un órgano con la misión específica de actuar pretensio-
nes, pero nada impide la fusión de las pretensiones de orden interno y
de orden internacional. No sería un proceso auténtico, sin embargo, la
atribución, a poderes estatales de. tipo no procesal, de la facultad de di-
rimir determinados conflictos jurídicos internacionales.

(73) r)el mismo modo que el proceso político tiene precedentes in-
mediatos eti España, el del Tribunal de Garantías Constitucionales, cuya
esencia venía ya tarada, no obstante, por la inadmisibilíHad de' los pos-
tulados constitucionales que la originaron, el proceso internacional se-
esbozó en la implantación del llamado Tribunal Permanente de justicia.
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posibilidad teórica de] proceso internacional no resul-
ta, en consecuencia, dudosa, no cabe decir lo mismo
de! problema de su viabilidad práctica y, sobre todo,
de la determinación de los criterios que el ordena-
miento jurídico natural proyecta sobre una institución
de tal naturaleza.

Como en las ocasiones anteriores, aquí nos move-
mos con cierta libertad dentro de un campo ideoló-
gico cuyos dos extremos o afirmaciones límite no son
difíciles de precisar. Si la comunidad internacional
asume definitivamente una estructura jurídica satis-
factoria, no debe dudarse en afirmar que de su orga-
nización habrá de formar parte una institución desti-
nada a recoger, examinar y actuar, en su caso, las
pretensiones que los sujetos del orden de derecho in-
ternacional formulen entre sí (74)- Si, por el contrario,
la idea de la comunidad internacional no logra conso-
lidarse como tal definitivamente y continúa siendo un
mero intento de cubrir teóricamente la supremacía de
hecho de determinadas constelaciones de fuerzas po-
líticas nacionales en su ámbito extraestatal, entonces
TÍO podrá por menos de reconocerse el derecho a que-
dar sustraído al imperio de cualesquiera organismo
jurisdiccional que de este modo pudiera ser crea-

internacional ; también la organización de éste incidía, sin embargo, en
considerables defectos que comprometieron gravemente la eficacia de la
institución.

(74) También las pretensiones que los sujetos de la comunidad in-
ternacional formulen contra los órganos de la misma si quiere impri-
mirse este nuevo avance al proceso internacional: verbigracia, las pre-
tcnsiones de un Estado contra la Administración de un servicio públi-
co u oficina internacional. Esta variedad sería el reflejo, en el orden in-
ternacional, (id pi oceso (contencioso) administrativo que conoce el dere-
cho interno.
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do (75). Y la enorme gama de matices que entre es-
tos dos extremos puede ser imaginada ha de ponde-
rarse, corno es lógico, discrecionalmente por los
directamente interesados en la creación o manteni-
miento de un Tribunal de este, tipo.

Puesto que la idea del desarrollo efectivo de una
auténtica comunidad internacional es una de las que
el derecho natural evidentemente alienta, si es que no
impone, también, en los mismos términos, debe ser
estimulada la idea de la creación de un verdadero Tri-
bunal de Justicia internacional. Su actuación, como la
de todos los Tribunales de Justicia, eliminaría o, por
lo menos, atenuaría los casos de autolutela o auto-
ayuda en el ámbito internacional, es decir, contribuiría
grandemente a la desaparición, si posible, de la más
típica y terrible de estas medidas de autotutela: la
guerra. Las enormes dificultades de toda índole que
se oponen a la implantación de una institución de
este carácter no deben desalentar, antes al con-
trario, persuadir de la necesidad de llegar en este
punto, una vez obtenida la previa e indispensable pa-
cificación mínima de la vida internacional, a un resul-
tado satisfactorio (76) {77)-

(75) F-l organismo sería jurisdiccional sólo de nombre, porque le
faltaría la condición esencial de hallarse por encima del conflicto de las
partes y defendería más bien, o podría defender, los intereses de alguna
de ellas. Por esta razón, para obtener o mantener las conquistas de una
determinada política internacional, no ha de acudirse a un Tribunal de
justicia, el cual se halla o debe hallarse, por imperio de su propia esen-
cia, completamente al margen de esta misión.

(76) No toca al procesalista sino al cultivador del derecho o la
ciencia internacional el señalar qué condiciones mínimas han de darse
para garantizar la eficacia de un Tribunal de. este tipo, puesto que ello
depende de las circunstancias en que se haya de desenvolver.

(77) El proyecto de Fuero de los Españoles, del Instituto de Estu-
dios Políticos, admití;, sin duda, este criterio cuando dice en su artícu-
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IV

PRINCIPIOS REFERENTES A LA ACTIVIDAD PROCESA.!,

i. Indicación previa.—Las orientaciones sobre la.
repercusión fundamental que una inspiración jtisna-
turalista ha de ejercer sobre el derecho del proceso
no se agotan con el estudio de los breves principios
relativos al sujeto y al objeto del proceso que acaban
de ser transcritos. Puesto que el tercer elemento o ca-
tegoría esencial que manejan o en que se descom-
ponen las normas procesales es el de los actos del pro-
ceso, resulta conveniente lanzar una ojeada a los
mismos para comprobar en qué límites y de qué modo
es susceptible de influir en su regulación la conside-
ración estricta de los derechos de la personalidad (78),,.

Para llevar a cabo este análisis, último de los que
integran el presente ensayo, se debe, desde luego, se-
guir el plan de distribución de los actos que la ciencia,
del proceso nos ofrece. Aquí, en efecto, igual que en
casos anteriores, es a la materia procesal, tomada

lo 35 que "el Ksíado español contribuirá a la instauración de un orden
internacional fundado cu la Justicia y en la Caridad".

("78) í.a importancia de este apartado de la exposición se deduce sin
dificu'tad de la importancia de la noción de los actos para el derecho-
de.; proceso, importancia tan extraordinaria que con frecuencia se ha,
considerado como un primer elemento de la definición de esta figura
3a de ser una serie o sucesión de actividades que se desenvuelven en
el tiempo. Puesto que la idea de la sucesión (exterior o formal) de. los-,
actos es ia que integra el núc'eo esencial del concepto del procedimiento,
se cüiuprer.de tamliién que. ésta ha sido la razón de confundir tan fre-
cuentemente el procedimiento con el proceso; véase, a este respecto,
por lo que toca a nuestra doctrina, Alcalá Zamora, "Proceso, procedi-
miento, enjuiciamiento", en Estudios de Derecho Procesal, 1934, pági-
nas 461 y sigs.
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como punto de partida, a la que se aplican las refle-
xiones jusnaturalistas y no a la inversa, puesto que el
derecho natural difícilmente puede ofrecer un dato
por sí, sino valoraciones de estos datos al ser referidos
a principios determinados. Por ello se utiliza aquí la
división entre actos de iniciativa, actos de desarrollo
y actos de terminación procesal (79).

2. .Los acias de iniciación procesal: el principio nemo
iudex sinc actore.--Respeto a los actos de iniciativa
procesal cabe afirmar que existe un principio de orden
técnico cuya formulación, una vez conocido el con-
cepto de proceso, no es difícil de hacer: el principio
de que, normalmente, la iniciativa (iniciación) del
proceso corresponde a la parte y no al órgano juris-
diccional (80), Este es el principio que suele enun-

(70) Esta división, aunque elaborada dentro del ámbito del derecho,
procesal civil, es perfectamente aplicable a cualquier otra rama del pro-
ceso, y por ello también al proceso penal; se trata, en efecto, de simples
categorías lógicas desligadas de toda vinculación necesaria con una rea-
lidad o serie de realidades determinadas. Puesto que todo proceso debe
componerse necesariamente de una pluralidad de acaecimientos que se
desenvuelve cronológicamente, será siempre posible distinguir en todo
ciclo procesal el momento o momentos de su iniciación, de su desarro-
llo y de su fin.

(80) En efecto, como todo proceso exige la existencia de una pre-
tensión, exige también una actividad de la parte dirigida a interponer-
la o formularla; la pretensión es, pues, un prhts lógico con respecto a
la actividad judicial. Pero si es un prius lógico, en la mayoría de los
casos deberá ser un prius cronológico también, puesto que la actividad
del Juez cuando todavía no existe pretensión, corre el riesgo, si ésta
no llega a formularse luego, de haberse producido en el vacío. De aquí
que resulte normal exigencia de toda recta ordenación del proceso el
que el primer acto que en él se origina, el acto que lo hace nacer, sea
un acto procedente del titular de la pretensión, y en otros sistemas como
el nuestro es incluso una exigencia la de que el primer acto del proceso
abarque la interposición de la pretensión. No obstante esta fusión de
actividades, iniciación y pretensión no deben ser confundidas: la primera
es la que recibe, dentro del proceso civil, el nombre técnico estricto de
demanda.
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ciarse corrientemente en el aforismo nenio índex sitie
adore (81) que a primera vista cubre un principio aná-
logo al del libre acceso a los Tribunales antes apun-
tado (82) pero que en realidad difiere considerable-
mente de él (83). En virtud de aquella norma el pro-
ceso 110 puede comenzar sin un acto de la parte diri-
gido a ponerlo en marcha precisamente, esto es, sin
un acto de iniciación sustraído al órgano jurisdic-
cional (84).

(81) Kl cual no debe ser confundido con otras máximas afines, pero
distintas, en realidad, como las de ne procedat index ex officio, ne eaí
índex extra (ultra, minus) patita partiu-tn y secunduw, allégala et pro-
bata index indicare debei. El primero y el tercero de estos tres aforis-
mos se refieren en realidad a los actos de desarrollo y no a los actos
de iniciación procesal; dentro de los actos de desarrollo establecen la
aplicación (exagerada) del principio dispositivo a las materias de la or-
denación (impulso) y de la instrucción procesal. En cuanto a la máxima
que veda al Juez apartarse de las peticiones de las partes (principio de
la congruencia) es también una consecuencia de la idea de la pretensión,
pero distinta de la que inspira al nenio index sine adore, porque ésta
«xige qtie la decisión ¡10 se produzca sin la existencia de una preten-
sión, aquélla que la decisión 110 rebase los límites de la pretensión.

(82) Véase, sobre el principio del libre acceso a los Tribunales, lo
dicho más arriba en II, 5

(83) K¡ acceso a los Tribunales es na principio de libertad para la
parte, la norma de la iniciación no judicial un principio de vinculación
para el juez; pero esta libertad y esta vinculación no son correlativas;
sería imaginable un sistema en que, con libertad para pretender, el Juez
tuviera también, no obstante, facultades de iniciación procesal y, a la
inversa, es imaginable un ordenamiento que, vedando la iniciativa judi-
cial, no reconozca tampoco el derecho de todos los particulares a acu-
dir indistintamente ante los Tribunales de Justicia.

(84) No debe olvidarse que es ésta una regla general que puede co-
nocer, como a continuación se verá, determinadas excepciones; en todo
proceso, lo mismo que hay, al lado del desarrollo normal, un desarrollo
anormal (crisis del proceso) y al lado de la terminación normal una ter-
minación anormal (extinción del proceso), existe junto a la iniciativa
normal una iniciativa anormal (iniciativa de oficio). Todas las ramas
•del proceso presentan muestras de este fenómeno, y algunas de tal im-
portancia que puede llegar a dudarse de que se trate de una verdadera
anormalidad; así el proceso penal donde. fi¡rura la iniciación de oficio
con la misma o mayor importancia que la de parte.
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Ahora bien: ¿se deduce o inspira a esta exigencia
técnica una verdadera prescripción del derecho natu-
ral que la imponga de tal modo que, sin ella, debe
considerarse como atacado un derecho de la perso-
nalidad? En un sentido muy lato, la respuesta podría
ser afirmativa si se considera que toda medida que
desnaturaliza la institución pone en riesgo su funcio-
namiento y defrauda la legítima confianza que en éste
deben tener todos los subditos del Estado. Pero en
un sentido más estricto, y dejando a un lado tal ar-
gumentación de tipo demasiado general, procede ha-
cer una distinción: cuando el acto de iniciación se
confunde o va unido a la pretensión procesal, el órgano
jurisdiccional debe quedar fuera en absoluto del mis-
mo puesto que una pretensión procedente del mismo
órgano que ha de decidirla quebrantaría el principio,
evidentemente de derecho natural, de que nadie pue-
de ser juez y parte a la vez: nemo iudex in causa sua.
Por el contrario, cuando la iniciación va desligada de
la pretensión procesal, nada impide qiie el órgano
jurisdiccional practique la primera a prevención o te-
niendo en cuenta que otros sujetos más tarde inter-
pondrán la segunda; así nada impide que prevenga
de oficio la quiebra en tanto los acreedores se dispo-
nen a usar de su derecho contra el deudor y nada
impide que incoe un sumario en tanto que el Minis-
terio Fiscal o los particulares se disponen a formular
una acusación contra el inculpado (85) (86).

(85) De esto se deduce que el órgano jurisdiccional puede iniciar,
pero no pretender; puede poner en marcha un proceso, pero no puede
proporcionar él mismo su objeto. La posibilidad de una iniciativa anor-
mal está justificada por razones de diversa índole que uo permiten es-
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3. A dos de desarro lio procesal; la instrucción del
proceso.—Cuando el proceso, por obra de la parte
(norma general) o del juez (excepción), se ha puesto
en marcha, surgen toda una serie de actividades de
enorme complejidad e importancia que pueden ser
designadas unitariamente con el nombre de actos pro-
cesales de, desarrollo. En ellas cabe trazar a su. vez dos
grandes categorías: los actos de instrucción y los actos
de ordenación procesal (Sy).

Por lo que respecta a los actos de instmeción proce-
sal, observamos que tienen todos ellos por objeto
introducir (88) y convencer al Juez (89) de la existen-
cia o inexistencia de determinados datos procesales
que conviene a las partes que figuren o no figuren en
la decisión judicial (90). En realidad, se trata de poner

perar a la correspondiente actividad de las partes; así la urgencia en
que se proceda a una determinada actuación jurisdiccional.

86) No hace mención ninguna el proyecto de Fuero del Instituto
tic Estudios Políticos de este aspecto del problema por creerlo sin duda
una cuestión excesivamente de detalle para ser incluida en una selección
de textos políticos fundamentales. Tan sólo en el art. 26, párrafo segun-
do, in fine, al hablar de "ios trámites establecidos en las leyes procesa-
les" cabría incluir el requisito correspondiente.

(87) Es imposible detenerse aquí en una explicación más o menos
detallada del concepto y significación de cada una de estas categorías
de actos procesales; esta materia excedería con mucho, en efecto, del
problema que ahora se ha de exponer. Puede verse una aclaración de
estas nociones en nuestros Coméntanos a la Ley de Enjuiciamiento ci-
vil, I, págs. 675 y sigs.

(88) Así ocurre con las alegaciones, primero de los dos grandes
grupos de actividad iustructoria que en todo proceso se realizan..

(89) Así ocurre con las pruebas, segundo y último de los dos gran-
des grupos de la actividad instructoria que ahora se examina.

(90) Los datos procesales son todas las circunstancias que compo-
nen el fundamento de la pretensión y de la oposición a la pretensión pro-
cesal y que, al ser recogidas en uno u otro sentido por la decisión judi-
cial, constituyen a su vez el fundamento de, ésta. .Fácilmente se com-
prende de este modo la importancia de tal noción y de su régimen para
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al proceso en contacto con la realidad externa que lo
circunda para asegurar la veracidad de los presupues-
tos en que descansa la justicia de la decisión (91).
Esto puede conseguirse de varias maneras: bien ha-
ciendo pesar sobre las partes la carga exclusiva de la
actividad correspondiente (92), bien permitiendo o
imponiendo al Juez la participación en dicha activi-
dad (93). Pero tanto en uno como en otro caso, la
'finalidad de la obtención de la verdad es la meta in-
sustituible de este tipo de actividad procesal, que 110
puede ser suplantada por ninguna otra como la de la
fijación formal de los hechos, la cual llevaría en defi-
nitiva a contentarse con una verdad formal a todas
luces insuficiente (94). Esto parece que sitúa ya ante

el mundo del proceso; en efecto, mientras qtle las normas sobre la or-
denación del procedo cuidan, sobre todo, de obtener una decisión for-
malmente correcta, las normas -sobre la instrucción se preocupan de
lograr una decisión material o susíanciainiente exacta; no ya que se de-
cida, sino que se decida justamente.

(91) Así como la ordenación del proceso garantiza el que en éste
llegue a producirse una decisión (de contenido indeterminado), la ins-
trucción del mismo asegura que esta decisión se corresponda con los
presupuestos a que tal decisión ha de responder, es decir, que se decida
en el sentido en que debe decidirse efectivamente (contenido determina-
do). Si se piensa que el fin de todo proceso no es sólo el mantenimiento
de la paz social, para lo que serviría sin duda la emisión de una decisión
cualquiera, sino el que esta paz sea justa, se. comprende que el legisla-
dor 110 puede desinteresarse del problema de cómo el fundamento de la
actividad judicial que dirime el conflicto ha de estar enraizado en la
realidad exterior en la que la decisión repercute.

(92) Sistema del principio dispositivo en materia de instrucción
• (Verhaíidlungssystenij que inspira todavía a numerosos ordenamientos
procesales, entre ellos al nuestro, sobre todo en materia civil.

(93) Sistema del principio de la investigación de oficio (Untersu-
chungssystem), dominante sobre todo en material penal y que se va
abriendo también paso en las otras ramas del proceso.

(04) El concepto de la verdad formal, verdadera expresión contra-
dictoria "in terniinis", y hoy rechazada incluso por quienes sostienen
aína posición doctrinal favorable en el fondo a su subsistencia, puede
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el legislador una de las que deben ser sus preocupa-
ciones fundamentales en la materia: el aseguramiento
de que la actividad de los sujetos procesales ha de
contribuir al esclarecimiento de la verdad (95).

No es fácil, sin embargo, pensar en el modo en
que esta exigencia de la verdad o veracidad ha de
inspirar a preceptos de índole estrictamente jurídica,
aunque la necesidad de que así se haga lia ido abrién-
dose paso cada vez con más fuerza y es hoy una tesis
unánimemente afirmada en el campo del proceso (Q6)
que no puede dudarse viene impuesta, se reconozca

mantenerse teóricamente tan sólo como un concepto instrumental, como
un medio que se reputa idóneo para la obtención de la finalidad superior
en el orden procesal: la obtención de la verdad material, única auténti-
ca que existe. La consideración de este papel instrumental ha permitido,
en efecto, que esta idea resurgiese considerándola un mecanismo más
apto para averiguar la verdad que interesa al proceso, mejor que la in-
vestigación directa de esta realidad. Sin embargo, un examen atento de!
problema demuestra sin dejar lugar a dudas que esta concepción instru-
mental es una explicación técnica ingeniosa, pero ineficaz para justificar
un residuo de ideas históricas hoy ya superadas; no se comprendería,
en efecto, cómo en aquellos procesos en que la investigación de la ver-
dad real tienen mayor interés, verbigracia, en el proceso penal, renuncia
el legislador a hacer uso de un instrumento de cuya bondad parece estar
tan convencido. Ahora bien, el que en el proceso se exija la verdad no
quiere decir que queda incumplido su fin cuando esta verdad no se ob-
tiene de modo absoluto (certeza física); el proceso ha de conformarse
desde luego con una simple verosimilitud (mejor, certeza moral).

(95) Estos sujetos procesales serán ordinariamente las partes, pero
nada impide que, en principio, se declare análoga exigencia con respec-
to al órgano jurisdiccional sobre el cual el deber de veracidad se impo-
ne no ya sólo como una obligación de tipo procesal, sino también admi-
nistrativa, puesto que forma parte o debe formar parte del complejo de
obligaciones que el cargo lleva consigo.

(96) Lo que explica la copiosa bibliografía recaída sobre el tema,
de, la que subrayamos las siguientes aportaciones: Welzel, Die Wálir-
heitspflicht im Zivilprocess, 193S; Lent, "Die Wahrheits und Vollstandig-
keitspflicht im Zivilprocess", en Zcitschrift der Akademie fiir deutsches
Rechi, 1938, pág. 196; von Hippel, Warheitspflicht und Aufklarungspflichh
der Parteicn im Zivilprosess, 1939.
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expresamente o no, por el mismo renacimiento de las
corrientes jusnaturalistas que hoy felizmente se ve flore-
cer (97). La dificultad está aquí, desde luego, en tra-
ducir el mandato correspondiente del campo de la
Ética en que inicialmente se asienta al del Derecho y,
sobre todo, en dotarlo de aquel específico elemento
de la norma jurídica que se conoce con el nombre de
sanción. Entre las dos soluciones extremas que la
cuestión puede recibir: el abandono de la empresa en
su sentido jurídico entendiendo que las prescripcio-
nes de la Moral no pueden convertirse en. mandatos
jurídicos sin riesgo de quedar desnaturalizados (98),
o el imponerlas como cualquier otro precepto de De-
recho acompañando a ellas una auténtica sanción, bien
sea la de la invalidez (99), bien sea la de la ilicitud (100)

(97) Una ideología positiva sería desde luego en absoluto indiferen-
te a esta preocupación de ía veracidad que hoy anima a la doctrina y a
la legislación, procesales. Hay que tener presente, en efecto, que aquí no
se trata del problema de la interpretación de una norma ya dada, sino
de la creencia, muy extendida y cada vez coa mayor fuerza, de que las
normas jurídicas deberían incluir algún precepto en este sentido. Para
el positivismo jurídico el problema hubiera quedado perfectamente re-
suelto abandonando la cuestión, como largo tiempo ha. estado, al cam-
po de la Moral o de la Etica; sólo cuando so piensa que av.y algo por
encima de la norma positiva que se impone a ésta también, puede llegar-
se a la condensación de fórmulas estrictamente jurídicas sobre el tema
que se discute.

(98) Tal postura resultaría desde luego errónea: son abundantísi-
mos los ejemplos en que preceptos de tipo moral se convierten en man-
datos jurídicos y a la inversa.

(99) Si el ordenamiento jurídico priva al acto de todos (inexistencia)
o de algunos (nulidad) de los efectos jurídicos que éste normalmente
tiende a producir, como hace, por ejemplo, con la sentencia que se dic-
ta por Juez incompetente o con el recurso que se interpone fuera de
plazo.

(100) Si el ordenamiento jurídico añade al acto algún efecto que
éste normalmente no tiende a producir, ya fuera tal efecto una pena,
una reparación pecuniaria o una corrección disciplinaria, como cuando
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del acto mismo (101), parece que debe acogerse, hoy
por hoy, la solución intermedia de dar al problema
una fórmula jurídica sin acompañar todavía a ella las
consecuencias rigurosas de la norma jurídica estricta
por ser todavía demasiado pronto para someter el
problema a un tratamiento jurídico total (102). Y no
es que de este modo se resucite la vieja categoría de
las leges minus quatn perfectas ni que se pretenda satis-
facer una necesidad teórica con meras declaraciones
de principio carentes de todo intento de realiza-
ción (103), sino que, reconociendo la gravedad y
trascendencia de la innovación, debe llegarse a la
meta propuesta por un camino de meditada evolución
y no en un brusco avance, que comprometería el buen

el Juez dicta sentencia injusta o se extravía por el Secretario un docu-
mento o se dilata la práctica de un acto judicial.

(IOF) LO que resultaría desde luego exagerado y peligroso por el
riesgo de confundir en los primeros momentos de la aplicación de la
norma el deber de la veracidad con la exposición al contrario de las pro-
pias armas, cosa a io que, evidentemente, no está obligado ningún liti-
gante, del mismo modo, para utilizar una conocida comparación, a cómo
en el juego .se tiene el deber de no hacer trampas, pero no la obliga-
ción de enseñar las cartas al contrario.

(102) En definitiva se trata de afirmar que el problema de la vera-
cidad procesal se encuentra en este momento en un estado de evolución
que no consiente encerrar en fórmulas rígidas los resultados que hasta
ahora vienen obteniéndose: ésta es la dirección que aconseja seguir en
este punto una elemental cautela.

(1.03) Lo que sería desde luego insatistactorio, porque pocos ejem-
plos más perniciosos que el de la norma jurídica que por incompeten-
cia o por impotencia del encargado .de realizarlas no puede ser llevada
a la práctica. Hay, no obstante, una diferencia fundamental entre la nor-
ma con pretensión de eficacia, que la realidad frustra luego, y la norma
que no pretende inicialmente más que una declaración que prenda en el
ánimo de la comunidad para llegar más tarde a la etapa normal de su
actuación. Kn este segundo caso, y no en el primero, puede obtenerse, por
otra parte, una consecuencia nada desdeñable: la intimación psicológica
•que todo mandato lleva consigo.
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éxito de la mejora (104). Quiere decirse en todo caso
que durante este período de aclimatación la norma
no sancionada será sólo norma jurídica a medias; del
mismo modo eme el ser humano, aun después de ha-
ber nacido, no adquiere su plena categoría de perso-
na hasta las veinticuatro horas, aquí cabría afirmar que
la norma jurídica que impone la obligación de decir
verdad ha nacido ya a la legislación y a la doctrina,
sólo que para tener plena eficacia es necesario dejar
transcurrir algún tiempo todavía (105). Tal aplaza-
miento no empaña en nada absolutamente el triunfo
del derecho natural en este punto que es indiscuti-
ble (106) y debe figurar, por tanto, como una de las

(104) Portille es preciso obtener que la convicción jurídica de los
destinatarios indeterminados de la norma se adhiera a! fin que el legis-
lador se propone con su promulgación. Sin que esto sen recoger la doc-
trina de la aceptación de la norma, no parece dudoso que un mínimo de
acogida por la comunidad jurídica es necesario para la eficacia, ya que
no para la teórica validez de las prescripciones del derecho. Ahora
bien, la experiencia enseña que la incomprensión del sentado de una
norma, fenómeno que se produce con frecuencia en todas las innovacio-
nes del sistema jurídico, es mi peligro mayor acaso para obtener este
mínimo de aceptación que la franca rebeldía.

(105) No se puede decidir, por supuesto, con criterios apriorísticos
la extensión del tiempo correspondiente; el cuándo es, pues, aquí una
cuestión 3e oportunidad legislativa. Esto se explica sobre todo porque
ahora se choca con un pivblema de educación jurídica que requiere
siempre, para su solución adecuada, el transcurso de un plazo cierta-
mente dilatado; no se trata, en efecto, de lograr tan sólo la compren-
sión de una mera medida técnica, sino de desarraigar una actitud espi-
ritual tristemente difundida, según la cual los sujetos parciales del pro-
ceso, para seguir la terminología de Ja-eger, encuentran en su propia
parcialidad funcional la justificación de cualquier medio de que. puedan
valerse, con la única limitación de que no perjudiquen los intereses qut:
defienden y con que no tropiecen con una expresa prescripción del de-
recho positivo.

(106) El mantenimiento del criterio que exige buscar en el proceso
el grado de verdad objetiva que le es indispensable ha sido recientemen-
te declarado por S. S. Pío XII en el discurso sobre el tema Principios

125



JAIME GTJASP

exigencias más importantes de las que vienen expo-
niéndose en este ensayo (107).

4. Actos de desarrollo: la ordenación del proceso.—
Pero la sumisión del derecho procesal a principios
superiores a los que informan su legislación positiva
no se encuentra sólo en la actividad instructora del
proceso, sino también en la actividad de ordenación pro-
cesal, la cual tiene por objeto, no ya reunir el material
de la decisión, sino gobernar o regir las conductas
procesales de modo que la decisión, prescindiendo
de su contenido, sea legalmente dictada (108).

Ahora bien: dentro de la actividad general de or-
denación es posible sefxalar diversas categorías, cuya

y normas sobre la certeza moral en los juicios, del día I." de octubre de
1942. Inmejorablemente se pone de aquí de relieve el auténtico sentido
de aquellas normas del derecho positivo que parecen colocar en lagar de
la verdad material otra verdad formal inadmisible. Tales afirmaciones
muestran innegablemente el carácter superior al meramente técnico que.
estas consideraciones revisten.

(107) A pesar de su importancia nada se dice tampoco en el proyec-
to del Fuero de los Españoles, redactado por el Instituto de Estudios
Políticos, sobre el deber de veracidad en el proceso. Esto se debe, indu-
dablemente, a que no existe en tal texto un cuerpo orgánico de preceptos
dedicados a las cuestiones específicamente procesales y sí sólo las de-
claraciones absolutamente primarias en tal sentido. Por esta razón debe-
mos renunciar ahora a todo apoyo directo constitucional de la norma
en cuestión y contentarnos con las acostumbradas orientaciones genera-
les. En cierto modo, hay que reconocer que el imperativo que ahora se
estudia tiene, no obstante su trascendencia, una naturaleza tan especial
qne no ofrece grave inconveniente la omisión.

(108) La distinción entre actos de instrucción y actos de ordenación
no es siempre fácil de hacer en la práctica por la posible confusión eníre
unos y otros, de tal modo que en una fase dedicada a los primeros se
encuentran numerosas manifestaciones de los segundos y a la inversa,
e incluso en una sola actividad (compleja) exterior se encuentran fun-
didos dos actos de distinta naturaleza. Que la separación entre las dos
categorías sea, no obstante, absolutamente necesaria se desprende sin di-
ficultad de lo que va dicho hasta ahora y de lo que se expone a conti-
nuación.

1 2 4



AHüiNISTRAÍ'HjX DE JUSTICIA Y DERECHOS DE I.A FESSÍKSFAJ.1DA!)

enumeración contribuye a aclarar la gran masa de
problemas que en esta cuestión se encuentra: tales
categorías son., fundamentalmente, la de actos de im-
pulso, actos de dirección y actos de formación pro-
cesal (109).

Respecto a los actos de impulso, y más aún a los
actos de formación, no se encuentra en general cuestión
alguna que pueda estar, si no es muy indirectamente,
sometida a una exigencia expresa del ordenamiento
jurídico natural. Es cierto, por lo que toca a los pri-
meros, que existe una aguda polémica en torno a la
conveniencia de confiar la realización de tales activi-
dades a la iniciativa oficial o a la de la parte (no) ,
pero se trata de una mera discusión técnica irreie-
vante para una consideración estricta del trato que
reciben en el proceso los derechos de la personali-
dad. Así, es preciso no confundir, en cuanto a su sig-
nificación e importancia, la máxima que expresa más
precisamente el impulso oficial: ne procedat iudex offi-
•cio con la de nano iudex sine adore ( n i ) , siquiera tal
confusión sea frecuente. Por lo mismo, el avance que
en. este punto ha dado nuestra legislación sobre otras

(109) Ko cabe en este momento, por razones de fácil comprensión,
•detenerse a explicar y justificar cada uno de los grupos propuestos; lo
primero, en la medida que resulta indispensable, se deduce de las consi-
deraciones que a ellos se refieren; lo segundo ha de quedar remitido a
•estudios de índole distinta del que en la presente ocasión se intenta lle-
var a cabo; véase, en particular, nuestros Comentarios a la Ley de En-
juiciamiento civil, I, 1943, pá-gs. 678 y sigs.

(110) Y sobre este punto continúa conservando gran interés el cono-
cido artículo de Folíale, "Kichterbetríeb uud Parteibetrieb", en la Zeit-
•schrift fiir deutschen Zivilprosess, XXXI, págs. 419 y sigs.

( m ) Principio que se lia analizado con anterioridad; véase lo di-
cho en este mismo apartado, 2.
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en conjunto más progresivas (112) se limita a la esfera
dogmática del proceso, no es ni podría ser fruto de
una concepción filosófica superior de la institución.

Cosa muy distinta hay que decir, en cambio, de
los actos de dirección procesal y, dentro de ellos, de los
actos de intimación, que son los que presentan a este
respecto mayor interés (113). Pues la práctica de los
actos de intimación exige la concesión al órgano judi-
cial, que es quien, naturalmente, tiene la facultad pri-
vativa de realizarlos, de unos poderes extraordinarios-
sobre las personas y sobre los bienes que en el pro-
ceso figuran o deben figurar. Hay que fijarse, en efec-
to, que el Juez puede o, mejor, tiene la potestad de

([12) Por obra, principalmente, del Real decreto de 2 de abril de
1924 sobre términos judiciales; no obstante las imperfecciones de detalle
que en esta disposición cabe descubrir, su orientación es excelente y cons-
tituye una de las mejoras más decididas y elogiables que ha experimen-
tado nuestra ordenación procesal desde los tiempos de su formación.

(113) Aunque, por supuesto, los actos de intimación no son los úni-
cos que pueden señalarse en la categoría general de la dirección proce-
sal. Desde luego, el hallazgo de un criterio de clasificación satisfactorio
se hace aquí bastante difícil por la prolijidad de la materia y por el
abandono doctrinal en que, con relevantes excepciones, se encuentran to-
davía sumidos. Al lado de la intimación en una primera subdivisión de
los actos de dirección procesal pueden colocarse los actos de comunica-
ción que no tienden a obtener una conducta determinada de un sujeto
procesal, sino a poner en su conocimiento algún dato que es preciso par-
ticiparle : aquí se encuentran exclusivamente las notificaciones, pues las
citaciones, emplazamientos y requerimientos son tipos diversos de inti-
mación. Por otra parte, la segunda categoría de actos de dirección pro-
cesal está constituida o puede constituirse con las peticiones y resolu-
ciones judiciales (en sentido estricto) que tienden a dirimir todas o par-
te de las cuestiones, no de fondo, que en el proceso se suscitar!. De to-
dos estos tipos de actividad, únicamente las medidas de intimación se
examinan en el texto; no hay que creer por ello que las restantes sean
por naturaleza indiferentes a las consideraciones que aquí se vienen ha-
ciendo, sino que dada su significación no hay inconveniente en omitir res-
pecto a ellas observaciones que no serían en el fondo sino la reproduc-
ción de los diversos criterios que se tratan en otros lugares de este en-
sayo.
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privar de la libertad a las partes o incluso a terceros,.
de apoderarse de bienes o de obligar a la enajenación
de los mismos; todas estas medidas son indudable-
mente necesarias en muchos casos para llevar el pro-
ceso a buen fin; pero ¿no reconocen, acaso, límite al-
guno superior a los que pueden proporcionar las nor-
mas estrictas del derecho positivo?.

Como una respuesta negativa sería evidentemente
absurda dada la orientación que se ha propuesto del
tenia (114), habría que pensar que tales limitaciones
existen efectivamente y que es conveniente su deter-
minación, por lo menos aproximada. En primer tér-
mino, no es dudoso que se encuentra ya una sana ins-
piración en este sentido afirmando la sumisión del
Juzgador, en la aplicación de las medidas intimatorias,
a la finalidad legítima que estas medidas persiguen,
apartándose de toda consideración personalista a este
respecto, criterio que vale naturalmente respecto de
todos los actos del proceso, pero que encuentra en los
que ahora se examinan un campo más delicado de
desarrollo; así, el Juzgador no puede ordenar la de-
tención del inculpado por prejuicio de clase alguna si
no existen razones objetivas suficientes para llevar a.

(114) Ks decir, puesto que se ha afirmado la sumisión in genere del
derecho positivo procesal al ordenamiento jurídico natural. Esta su-
misión no es ya para nosotros un requisito indemostrado, sino una pre-
misa cuya firmeza queda garantizada por las consideraciones verificadas
inicialmente. Quien mantenga una radical concepción positivista se en-
contraría, precisamente en esta materia, con las conclusiones más in-
aceptables a que, dentro del campo del proceso, podía llevarle su doc-
trina: ¿en qué principio de orden superior cabría fundar repulsas, tan
justificadas por otra parte, como la prohibición de la confiscación de bie-
nes por vía de cautela procesal o el empleo de la tortura? Un derecho
natural, si se quiere de contenido racionalista (aunque éste por otros mo-
tivos resulte inadmisible) es aquí de una evidente insustituibilidad.
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cabo tal medida (115). Pero, en segundo termino, se
lia de entender que el derecho positivo y, a fartiori,
el Juez que lo aplica están sometidos a una doble limi-
tación de importancia que se desprende de la natura-
leza de la medida intimatoria misma: es la primera la
de que la medida ha de ser adecuada por su índole al
elemento del proceso a que se contrae, entrando aquí
en juego la importantísima consideración de que el
hombre, cualquiera que sea el papel que desempeña
en el proceso 1.10 puede ser nunca considerado como
objeto y sí como sujeto de la actividad procesal (116),
por lo que deben ser distinguidas en principio las mc-

(115) La indicación propuesta resulta demasiado vaga y puede ser
incluso tachada de trivial; pero es difíoil evitar esta formulación, banal
en apariencia, y sustituirla por otra de más trascendencia y contenido.
En último término, la tacha de la elemeriíalidad no es sino una conse-
cuencia de su carácter primario jurídico-natural; la prescripción resulta
tan evidente a los ojos de todo el mundo que parece por completo in-
necesario el formularla. Sin embargo, y no obstante esta claridad, el
paso de la prescripción jurídico-natural al ámbito del derecho positivo
no se ha dado aún plenamente, y por ello conviene insistir en este pun-
to. También es de una justificación elemental la prohibición de que por
la Autoridad (administrativa en general) se haga uso de los poderes que
le fueron confiados para fines distintos de los que las normas contem-
plan; sin embargo, la traducción de este principio al terreno positivo con
3a creación del recurso por desviación de poder se ha estimado funda-
damente como una de las conquistas rr.ás señaladas de! moderno pensa-
miento jurídico.

(116) Como se apuntó anteriormente ésta es la razón fundamental
por la que debe estimarse contrario a los principios del derecho natu-
ral el uso de la tortura. Kl cuerpo humano no es una cosa (objeto), sino
portador de una personalidad (sujeto) que como tal debe ser siempre
tratado. Menos agudamente en cuanto al problema jusnaturalista, pero
también de una solución difícil, en su aspecto técnico, es la cuestión del
régimen a que debe estar sometida la inspección o examen del cuerpo
humano que puede ser necesaria tanto en un proceso civil como penal:
recognitio personae. La solución de atribuirle carácter objetivo en di-
chos supuestos no satisface por la repugnancia de principio qt:e. seme-
jante conclusión produce; sería absurdo, además,-llevar tal conclusión a
sus últimas consecuencias y entender que la inspección o examen del
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didas intimatorias objetivas y subjetivas (i 17); es la se-
gunda, la de que las medidas intimatorias, por su carác-
ter de privación total o parcial de derechos fundamen-
tales de la personalidad han de ser determinadas legal-
mente de modo singular y concreto sin ampliación, de
criterios peligrosos en materia tan delicada (118). En
definitiva, pues, la inspiración del derecho natural en
esta materia impone a la ordenación positiva una orien-
tación bien caracterizada en cuanto a la función, v en

cuerpo humano es análogo al examen o a cualquier otro reconocimiento
judicial o pericial.

(117) Desde el punto de vista teórico podría afirmarse que todas las
medidas de intimación tienen carácter subjetivo (una cosa no puede, ser
intimada); cuando el juez quiere influir sobre la posición de determi-
nados objetos o determinados bienes lo hace siempre a través de una
persona, a la que se requiere para que verifique la conducta correspon-
diente; verbigracia, para que deposite un objeto o preste una fianza.
Pero, prescindiendo de los casos que se apartan de esta norma, no es
dudoso que Ja naturaleza del objeto mediato de la intimación (la cosa
o la conducta de otra persona) sirve eficazmente para trazar la distin-
ción que en el texto se propone y justifica la necesidad de su recíproca
separación.

(118) Si nos fijamos en las ¡limitaciones más frecuentes de los de-
rechos de la personalidad por medio de medidas intimatorias procesa-
les, observamos, efectivamente, cómo la inmensa mayoría de ellas reci-
ben una cuidada regulación legal que muchas veces adquiere verdadera
categoría constitucional por la importancia de los poderes atribuidos.
Esto alcanza su manifestación acaso más característica en lo que toca
al derecho de libertad en sus diversas manifestaciones. Así, por lo que
respecta a la libertad personal, se comprueba que el juez tiene facultad
para privar de ella, como una medida precautoria procesal, pero en ca-
sos y con requisitos, sobre todo e! deí tiempo, bien determinados. Tam-
bién en lo que. atañe a la libertad de domicilio, en su aspecto de. in-
violabilidad, la facultad judicial de privar de este derecho se reconoce
legalmenie, pero con determinadas e importantes limitaciones en cuanto
al modo de penetrar en una residencia, de practicar un registro y de-
más hipótesis imaginables. La libertad de correspondencia nos muestra
igualmente un ejemplo deí mismo género: el Juez, en el proceso civil o
penal, puede dejar sin efecto la garantía de este derecho, pero sujetán-
dolo a prescripciones determinadas que delimitan cuidadosamente la
-correspondiente facultad.
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cuanto a la estructura de los actos de intimación ana-
lizados: en cuanto a la función, porque han de res-
ponder siempre a una finalidad legítima procesal; en
cuanto a la estructura, porque han de ser tales pode-
res, como antes se apuntó, discriminados y taxati-
vos (09 ) .

(1.19) En el proyecto de Fuero de los Españoles, del Instituto de-
Estudios Políticos, se encuentra idéntica, orientación a la señalada en el
texto en materia de limitación de medidas intimatorias procesales. Pres-
cindiendo del enlace de esta cuestión con las limitaciones análogas, aun-
que todavía más acentuadas de la actividad administrativa, enlace lógi-
co en un texto que no tiene ni mucho menos una específica índole pro-
cesal, existen, desde luego, abundantes ejemplos que demuestran el se-
guimiento de este criterio respecto de la actividad del propio órgano.
jurisdiccional Por no citar sino los casos enumerados en la nota ante-
rior cabe detenerse aquí en el recuerdo de aquellos preceptos referentes
a libertad personal, inviolabilidad del domicilio y libertad de la corres-
pondencia. Respecto al primero dice el art. 9, párrafo segundo (después
de afirmar en el primero que "nadie podrá ser detenido sino por manda-
to de las Autoridades del Estado y en la 'forma regulada por las -leyes"),
que "en el plazo de tres días todo detenido será puesto en libertad o en-
tregado a la Autoridad judicial", y que ésta "dejará sin efecto la deten-
ción o la elevará a prisión dentro de los siete días siguientes" ; existe,
pues, una especial alusión al requisito del tiempo de clásica importancia,
en estas instituciones de habeos corpas, y aunque el plazo ha sido ele-
vado considerablemente respecto al que venía adoptándose en la legisla-
ción vigente, no hay que creer por ello que la garantía quede considera-
blemente quebrantada; lo importante no es, desde luego, el quantum,
sino la existencia de la limitación. Por lo que toca a la inviolabilidad de
domicilio, el art. 10 establece que "nadie podrá entrar en el domicilio de
un español sin su consentimiento, sino en los casos y en la forma expre-
samente previstos en las leyes procesales", lo cual contiene una remisión
a otras normas que no carece de valor puesto que se exige la existencia.
de una ley para ordenar este tipo de medidas, y aun se llega a más en
materia de registro, donde se establece una prescripción sumamente con-
creta al indicar que. "sólo podrá hacerse registro de documentos y efectos
a presencia del interesado, personas de su familia o dos vecinos". En lo que
atañe al tercero de los derechos antes señalados, se halla en el art. 12 el
precepto análogo en materia de libertad de correspondencia a los ya tras-
critos en materia de libertad procesal y de domicilio; el art. 12 dice, en
efecto, que "la correspondencia que circule dentro del territorio nacional
no podrá ser detenida ni violada", pues "sólo la Autoridad judicial, y er»;
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5, La ¿crminación del proceso: el problema de la de-
cisión judicial.—Plantea también cuestiones de ex-
traordinario interés, en el tema que se estudia,
la consideración de los actos de terminación procesal y,
dentro de ellos, particularmente, de la decisión judi-
cial (120).

Considerando, en efecto, la decisión, judicial como
aquel acto por el cual el Juzgador, resolviendo la cues-
tión de fondo del proceso, pone término a éste, se
adivina fácilmente la enorme importancia de esta acti-
vidad dentro de la institución total del proceso; en
definitiva, el acierto en la decisión, la sencillez y ce-
leridad con que ésta se logre son las razones funda-
mentales que han de servir de justificación o de cen-
sura a cualquier sistema de normas procesales. Por
ello, la regularidad de la decisión procesal no es pro-
blema que deje indiferente a la consideración jusna-
turalista del proceso; antes bien, ha de constituir, para
tal consideración, un punto a meditar en la primera
categoría absoluta de sus preocupaciones.

los casos previstos por las leyes, podrá ordenar su detención o apertu-
ra" ; aquí también se encuentra la doble limitación ya conocida: absolu-
ta respecto de los órganos administrativos, relativa, pero siempre de .ca-
rácter legal, respecto de los órganos judiciales.

(120) La decisión no es el único de los actos de terminación proce-
sal ; en realidad, debe configurarse como el acto de terminación normal
existiendo otros supuestos de terminación anormal: la renuncia, el de-
sistimiento, el allanamiento, la transacción, el convenio, la caducidad
Por otra parte, tampoco debe confundirse la decisión con la sentencia:
la sentencia es el modo de terminación normal del proceso de cognición,
pero a su lado debe figurar la decisión del proceso de ejecución, entrega
y transformación. No debe ocultarse, sin embargo, que la mayor parte
de las consideraciones ulteriores se hacen teniendo a la vista, preferen-
temente, la teoría de la sentencia; esto se explica no sólo en vista de la
mayor importancia dogmática del proceso de cognición, sino también
la menor categoría jurídica (aunque tengan una gran trascendencia prác-
tica) de los actos que constituyen la decisión en una ejecución procesal.
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Ahora bien, de regularidad de la decisión judicial
puede hablarse en un doble sentido: material y for-
mal. Una decisión es recta, sustantivamente hablando,
cuando su contenido aparece legal y justamente fun-
dado; es decir, cuando en ella se hace una aplicación
acertada de las normas dictadas para el caso que la
•decisión contempla. Una decisión es recta, hablando
formalmente, cuando se llega a ella después de haber
recorrido todos los trámites que para su pronuncia-
miento establece el ordenamiento jurídico, cuando los
requisitos de forma a que tan importante acto se halla
•sujeto aparecen debidamente cumplidos (121).

Por lo que toca a la regularidad material de la de-
.cisión parece, en principio, que no hay problema algu-
no en lo que a la ordenación procesal se refiere (122).
Porque resulta aparentemente lógico que el Juez en
su decisión ha de limitarse a aplicar las normas rela-
tivas al caso que ante él se plantea: estas normas po-
drían dar desde luego un resultado injusto (irregula-
ridad material), pero esto no es \\\\ mal que pueda re-
mediarse con medidas procesales estrictas; el único
•criterio general que cabe seguir en este punto es que
•el juez no puede apartarse de los preceptos del dere-
cho sustantivo correspondientes. Pero esta evolución

(121) No debe equipararse esta dualidad a la de criterios materiales
y procesales como un examen apresurado del problema podría inducir
a creer; lo cierto es que la primera categoría puede tener también, si
bien excepcionalmente, naturaleza procesal. Mejor sería en todo caso ha-
blar de cuestiones de fondo y cuestiones de trámite (orden) como ha
propuesto recientemente Carnelutti, Istituzioni, pág. 456, para diferenciar
los dos tipos fundamentales del recurso de casación.

(122) Aparte, como es lógico, aquellos casos en que las normas pro--
•cesales son las reguladoras de la cuestión de fondo que reviste, por ello,
una índole procesal; la posibilidad de estas hipótesis se deduce sin difi-
cultad de lo expuesto en la nota anterior.
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se funda, erróneamente, en una concepción equivo-
cada de la misión del órgano jurisdiccional: el juez no
es, en realidad, primariamente un aplicador del dere-
cho sino un instrumento de justa pacificación que
Vena su fin, sirviéndose, ordinariamente; como medio
de las normas del derecho material pero que igual
podría atender a esta necesidad, en casos más o me-
nos amplios, empleando otros criterios, sin que esto
atacase la esencia de su posición; sería absurdo decir,
en efecto, que el Juez que resuelve (123) la actuación
o denegación de una pretensión a base de considera-
ciones de pura equidad, no es un verdadero Juez, o
que las normas que autorizan semejante proceder vio-
lan un principio de derecho natural. De aquí que el
derecho procesal no pueda desinteresarse en realidad
de este problema, porque la indicación de los criterios
que han de guiar al Juez en el pronunciamiento de \ra
fallo es por un lado absolutamente procesal y por
otro está muy lejos de constituir un tema indiferente
para una concepción jusnaturalista. Aunque, como es
lógico, sería impropio de ésta descender aquí a una
regulación detallada y concreta de las indicaciones
admisibles; únicamente conviene referir a la misma
la prohibición de que se autorice el empleo de crite-
rios que comprometan la justicia de la decisión, im-
perativo que basta en su declaración general para con-

(123) Naturalmente, cuando el Juez resuelve con arreglo, por ejem-
plo, a criterios de equidad es, desde luego, porque, una norma jurídica
se lo autoriza. Pero no cabe deducir de esta observación evidente
la tesis de que siempre, encuentra el órgano jurisdiccional una norma de
derecho material que actuar en su decisión porque este mandato no per-
tenece por su esencia al mundo jurídico sustantivo, sino al ordenamiento
procesal.
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denar algunas de las fórmulas recientemente defendi-
das en materia de fundamentos del fallo judicial (124).

También en lo que respecta a la regularidad formal
de la decisión existen puntos de interés que conviene
que sean puestos de relieve, si bien aquí ya aparece
con más claridad el grado en que afectan al derecho
del proceso. Así como el problema de la regularidad

(124) Tales criterios inadmisibles son todos aquellos que vinculan
el pronunciamiento del Juez a consideraciones de clase, de partido o de
raza o, incluso, aunque se enmascaren con fórmulas en principio supe-
riores, en la convicción o en la utilidad popular. Pues ninguno de estos
criterios puede pretender erigirse rectamente en supremo definidor de la
Justicia y, en la hipótesis de una colisión, más rara en algunos casos
que en otros, pero posible en todos, con las verdades imperativas de ésta
no son necesarios muchos esfuerzos para averiguar de qué lado debe
inclinarse nuestra decisión. Ya en el tantas veces citado mensaje de
S. S. Pío XII en las fiestas de Navidad de 19.(2 acerca de 111 nuevo
orden del mundo, se dice, hablando de la restauración del ordenamiento
jurídico y de la necesidad de que las relaciones del hombre para con e!
hombre, del individuo para con la sociedad y de la Autoridad para con
los particulares se coloque sobre una clara base jurídica y bajo la tute-
la, si fuere preciso, de la Autoridad judicial, que esto supone, en pri-
mer término, "un Tribunal y un Juez que tomen sus directrices de 1.111
derecho claramente formulado y circunscrito" y, en segundo lugar, "nor-
mas jurídicas claras que no se puedan tergiversar con abusivas apela-
ciones a un supuesto sentimiento popular o con meras razones de uti-
lidad". Siguiendo esta indicación, el .Fuero de los Españoles, redactado
por el Instituto de Estudios Políticos, señala de modo expreso el
principio fundamental de la regularidad material de los fallos judiciales
diciendo en su art. 25, después de afirmar que todos los españoles tienen
derecho a la seguridad jurídica, que "todos los órganos del Estado ac-
tuarán conforme a un orden jerárquico de normas jurídicas preestableci-
das que no podrán ser alteradas ni interpretadas arbitrariamente, invocan-
do meras razones de utilidad, exigencias del sentimiento popular u otro
motivo semejante". Prescindiendo del problema que plantea ¡a aplicación
de estos principios a la actividad administrativa y de; los reparos que cabe
oponer a la concepción escalonada del orden jurídico, que recuerda de-
masiado fielmente la teoría de Merkl acogida por Kelsen, resulta induda-
blemente acertada su última prescripción en la que se prohibe la altera-
ción o interpretación arbitraria de las normas jurídicas; también, como
es lógico, e incluso en primer término, la arbitrariedad o alteración en la
interpretación judicial. !*ío será preciso decir que la lista de criterios in~
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"material se relaciona principalmente con la justicia
•del fallo, así esta regularidad formal vincula la seguri-
dad de su producción y, por ende, la de todo el orde-
namiento juridídico (125). En efecto, una decisión
puede ser concebida como intrínsecamente justa y,
sin embargo, no haberse obtenido a través del camino
que para ello se establece en las normas jurídicas: tal
sería el tipo de la llamada «Justicia de Gabinete» en
la que el puro contenido del mandato pretende justi-
ficar la ilegalidad de su método de obtención (126).
No parece dudoso que existe una infracción de dere-
chos fundamentales en la implantación y funciona-

admisibles. que se indica no tiene u:i carácter taxativo sino meramente
enunciativo, y basta, desde luego, para afirmarlo osí el úítimo inciso del
precepto que se refiere a "cualquier otro motivo semejante"; piénsese,
por ejemplo, en la conciencia socialista de clase, suprema fuente jurídica
según la expresa declaración del ordenamiento soviético.

(125) Pero debe «vitarse con cuidado la antítesis demasiado fre-
cuentemente propuesta entre seguiridad y justicia, planteada de modo
que parece que entre las exigencias de «na y otra debe haber siempre,
de modo forzoso, un conflicto. Es cierto que en sus enunciaciones extre-
mas es posible un criterio áe selección entre uno y otro (por la seguri-
dad el goethiano: "prefiero la injusticia al desorden"; por la justicia:
"fíat justitia; nu-ct coelv.ni"); pero en la .inmensa mayoría de los casos,
afortunadamente, tal conflicto no se produce, sino que ambas inspiracio-
nes colaboráis. En cierto modo, la seguridad aparece como una especial
manera de realización de la Justicia y en ello podría estribar su relativa
inferioridad.

(126) Es preciso no confundir la llamada "Justicia de gabinete" con
la Justicia administrativa o, incluso, con la sustracción al ámbito proce-
sal de determinadas materias jurídicas que el legislador confía sólo a la
acción política o de gobierno. Pues lo que caracteriza a la primera no
es la eliminación del proceso, sino que esta eliminación se hace en 1311
caso concreto producido a posícriori y no en una serie de materias le-
galmente determinadas a, priori; una cosa es que se disponga que los
desahucios no estén confiados a la Autoridad judicial, sino a la armi-
nistrativa, y otra que un Gobernador civil, por ejemplo, impida un lan-
zamiento que el Juez, de acuerdo con el sistema jurídico que está cu vi-
gor cuando el actúa, se dispone a ejecutar. De acuerdo con este prin-
cipio, no es difícil pronunciar un juicio desfavorable también sobre el
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miento de este sistema, y no ya porque la seguridad
sea un valor que se repute como superior al de la Jus-
ticia Í127), sino porque la Justicia misma queda com-
prometida con este criterio; una decisión, justa exige
110 sólo un fin sino también un medio adecuado a la
Justicia. Por ello constituye una exigencia derivada
inmediatamente de las prescripciones del Derecho
natural la que impone al legislador positivo el reco-
nocimiento exclusivo de los fallos en los que concurre
no sólo la regularidad material de su fondo, sino tam-
bién la regularidad formal de los trámites indispensa-
bles hasta llegar a los mismos (128).

V

CONCLUSIONES

1. Limitación de los resultados obtenidos.—El anun-
ciar que con lo expuesto hasta aquí deben darse por
terminadas las líneas generales que el desarrollo del
tema propuesto imponía, podrá dar lugar, sin duda,

¡u-s avocandi, esto os, sobre el derecho del Principo a atraer a sí mate-
rias jurídicas, concretas, de que el órgano jurisdiccional conoce o debe
conocer; en este caso, una comparación con la organización judicial de
la-Iglesia sería improcedente, porque nada hay en la Autoridad secular
que garantice, sobrenaturalmente, la eficacia de su misión, como ocurre
con el Romano Pontífice.

(127) Véase, a este respecto, lo dicho en una nota precedente sobre
la cuestión de la relación entre justicia y seguridad.

(128) Igual que el Proyecto de Fuero de los Españoles, a que reite-
radamente nos venimos refiriendo, se ocupa de la regularidad material
de los fallos judiciales, así lo hace también con la regularidad formal
de los mismos de que trata, no su art. 25, sino su art. 26, párrafo se-
gundo, in fine, cuando prescribe que "sólo será válido el fallo que ema-
ne de Tribunal competente y previos los trámites establecidos en las le-
yes procesales". La mención del requisito de la competencia es probable-
mente stiperflua; si hubiera querido afirmarse la necesidad de que la de-
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a más de una viva y justificada censura. Puesto que
se trata de indicar las relaciones generales y típicas
que la actividad estatal de Administración de Justicia
mantiene o debe mantener con el complejo de crite-
rios que constituyen la materia de los derechos de. la
personalidad, sería posible reprochar, en primer tér-
mino, que se ha reducido el primero de estos con-
ceptos a la actividad estricta procesal; que, en segundo
término, se han identificado ligeramente los derechos
déla personalidad con las prescripciones del derecho-
natural, cuando es evidente que uno y otro concepto,.
aunque sea el primero, si se quiere, una parte del se-
gundo, no coinciden; finalmente, que, aun aceptando
estas indebidas restricción y ampliación, no se han
agotado ni con mucho las facetas de un problema que
es susceptible de presentar a la consideración de cual-
quier intérprete innumerables otras cuestiones de in-
terés (129).

Ahora bien: ya respecto al primero de estos pun-
tos se hizo la declaración inicial (130) de que no po-

cisión proceda de un órgano jurisdiccional, acaso tuviera mayor funda-
mento, pero el termine; "competencia" abarca también la aplicación de
menudos problemas procesales que no revisten la suficiente importancia
para ser mencionados en un texto de la significación del que se anali-
za. No habrá que decir que el hablar de "trámites procesales" supone
una mera referencia abreviada a todos los requisitos formales de la de-
cisión.

(129) Esto es, en parte, una censura común a todos los trabajos del
tipo del presente o quizá a todos los ensayos sin más; la inevitable dis-
crepancia entre lo que se obtiene y lo que se quiere obtener, la distan-
cia que existe entre fin y resultado. Pero como en algún modo tal discre-
pancia aparece aquí más acentuada, y se debe, parcialmente, a una de-
liberada actitud en la exposición, conviene incluir en el texto las consi-
deraciones anteriores como explicación y disculpa a la vez de. las limi-
taciones citadas.

(130) Véase lo dicho anteriormente en I, 2.
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día considerarse al proceso como el único instrumento
de la Administración de Justicia, se entiende de la
actividad estatal de Administración de justicia, aun-
que fuera, y esto no parece discutible, el más impor-
tante de ellos (13 1). Pero no podrá negarse que, donde
quiera surja, conceptual o prácticamente, un fenómeno
análogo en su fin al de la institución procesal, pero
diferente en su esencia, planteará problemas de dis-
tinta índole, cuya fusión con las cuestiones procesales
hubiera acarreado a la investigación más inconvenien-
tes que ventajas (132). Puesto que el uso jurídico
común identifica en multitud de ocasiones la Admi-
nistración de Justicia con la actividad específica de
los órganos jurisdiccionales, no existen graves incon-
venientes (¡ue oponer al planteamiento del tema pro-
puesto en este ensayo (133).

En cuanto a la ampliación que supone el haber

(131) Su mayor importancia relativa es evidente y no queda desvir-
tuada por el hecho de que se trate, como también se demostró más arri-
ba en el pasaje citado en la nota anterior, de una institución no necesa-
ria dentro del ordenamiento jurídico.

(132) Por<.;ue la materia jurídica procesal aparece tan diferenciada
con respecto a las restantes que ninguno de los problemas que a ella
afectan soporta sin dificultad una confusión de este tipo. FJ proceso se
muestra doctrinal y prácticamenk: como una institución dotada de mía
-fuerte caracterización, y es lógico que las notas esenciales que la acom-
pañan y definen no sean predicables de ninguna otra figura, incluso aun-
que se proponga la obtención de resultados análogos a los procesales: el
mantenimiento de la justa paz social. Nada tiene, pues, de extraño que
en estas figuras hubiera de llegarse a conclusiones distintas y aun extra-
ñas de las que al proceso se aplican; ya resulta incluso bastante dificul-
toso obtener consecuencias comunes a todos los tipos de proceso, aun-
que esto, naturalmente, no por razones de esencia, sino por un grado in-
-uficicüíe de la evolución de la ciencia procesal.

C133) Las actividades no procesales del órgano jurisdiccional son in-
clopo dejadas fuera de esta identificación común; así, ya que no la dis-
cutida jurisdicción voluntaria, sí desde luego el régimen y gobierno in-
terior de los Tribunales.
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extendido muchas veces la noción de los derechos de
la personalidad a todas las exigencias del ordenamien-
to jurídico natural (134), obedece también a una acti-
tud consciente que puede reclamar igualmente, por lo
menos, un principio de justificación. Pues, en primer
término, los derechos de la personalidad estrictos,
como tales, carecen hoy, entre otros, de una formula-
ción positiva a la que hubiera podido referirse sin
dificultad el juicio de las normas procesales que se
buscaba (135); es evidente que aquí no podía hacerse
uso de una lista concreta y precisa de prescripciones,
sino de una serie de inspiraciones de todavía vaga
formulación (136). Y, en segundo término, hay que
observar que las restantes normas del derecho natu-
ral pueden también ser configuradas como derechos
de la persona: no debe olvidarse qtie el ordenamiento
jurídico natural, por su propia esencia, carece de una
garantía objetiva en cuanto no haya sido recogido por

(134) Lo que se ha hecho en numerosas ocasiones, tanto en el fon-
do corno en la forma de la exposición, puesto que se han utilizado repe-
tidas veces, como expresiones sinónimas, la de los derechos de la perso-
nalidad y la de exigencias del ordenamiento jurídico natural.

(135) Y la utilización de precedentes constitucionales en este sentido
hubiera sido sin duda más perjudicial que beneficiosa, porque tales pre-
cedentes se inspiraban en orientaciones diversas de lo que aquí, funda-
mentalmente, se recoge, puesto que nacían en tiempos de filiación positi-
vista. No hay que olvidar que, incluso por lo que toca al derecho natu-
ral, existe una doble y radicalmente distinta manera de concebirlo: el
derecho natural cristiano, único que puede proporcionar una base firme
a los problemas jurídicos esenciales y el derecho natural racionalista
que pretendió suplantar a aquél y que hubo de sufrir la crisis total que
su débil fundamento le imponía. No será preciso insistir en que, cuan-
do se habla en el presente trabajo de exigencias del derecho natural, nos
referimos únicamente al primero de ellos.

(136) Y es dudoso, en realidad, que pueda obtenerse nm:ca una con-
densación precisa de tales criterios inspiradores hasta el punto de que
se traduzcan en fórmulas taxativas; la propia índole del derecho natu-
ral parece oponerse a este resultado.

139



JAIME GtTASP

los imperativos del derecho positivo (13 7), y siendo,.
en definitiva, la ley natural concebida al modo aqui-
niano una participación de la ley eterna en toda cria-
tura racional, no es inconveniente, a los unes de una
investigación concreta y sin pretensión, dogmática al-
guna, considerar a tal criatura, es decir, al hombre uii
singitli, como portador o titular del mandato que la
norma natural encierra (138).

Más fundamento puede tener, sin duda, la censura
basada en la omisión de determinadas y numerosas.
cuestiones en que una consideración jusnaturalista de
normas procesales hubiera podido proporcionar resul-
tados interesantes que añadir a los ya conocidos (139)»
Este reproche es, desde luego, cierto y de una indis-
cutible evidencia; difícilmente hubiera podido ence-
rrarse en los breves límites de un ensayo toda la
compleja materia procesal cuyo estudio es relevante
para el objeto propuesto (140). Sin embargo, cabe aún.

(137) Y si lian sido recogidas, sólo en cuanto esto se halla produci-
do, por lo que no hay inconveniente en afirmar que siempre queda un
ámbito de derecho natural sustraído a toda formulación positiva, ya
que una total identificación entre uno y otro orden jurídico es teórica-
mente concebible, pero irrealizable desde el punto de vista histórico.

(138) El criterio contrario hubiera obligado a limitar nuestro estu-
dio a la influencia que los llamados derechos públicos subjetivos ejer-
cen sobre el proceso, con lo cual apenas si la consideración de deter-
minadas medidas intimatorias a las .que antes, TV, 4, se aludió, bastaría
para agotar el tema.

(139) Y que además hubiera podido servir de medida de éstos al
rectificar o corroborar las conclusiones parciales ya formuladas, puesto
que las normas del derecho natural no deben configurarse como pres-
cripciones inconexas y aisladas, sino como un conjunto de prescripcio-
nes que recíprocamente se influyen, y entre las que existe, por lo tanto,
una relación mayor aún de la que guardan entre sí las distintas ramas en
que se divide el ordenamiento positivo, las cuales tampoco están aisla-
das, sino que forman parte de un todo vivo y común.

(140) Es decir, en definitiva, toda la materia procesa!. Sería erróneo
creer, desde luego, que existen temas jurídico-procesales, o más amplia-
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una defensa de este punto si se piensa en la necesidad
de incluir en una reducida extensión todas las inago-
tables facetas que la cuestión ofrece, para lo cual se
ha utilizado una amplia perspectiva sistemática que
garantice la integración, en principio, de todo punto
de interés (141). Dentro de cada una de estas catego-
rías se han elegido, ciertamente, las indicaciones que
parecían tener más trascendencia y como un cierto
valor paradigmático respecto a las restantes (142); el
sentido personal, que siempre ha de tener una selec-
ción de esta índole, explica, sin duda, las numerosas
discrepancias que aquí pueden surgir (143). Por otra

mente, temas de derecho que puedan quedar sustraídos, en principio, a
una valoración o comparación con las normas del derecho natural. Toda
norma jurídica se define, en efecto, por su sentido, y este sentido lo pro-
porciona la referencia al valor que trata de realizar. El derecho natu-
ral es, pues, en cierto modo, como una medida del derecho positivo, y
el derecho positivo es, por esencia, siempre mensurable en unidades
de aquél.

(141) Así se han utilizado las categorías, puramente lógicas y des-
provistas de todo contenido empírico, de los sujetos, el objeto y los ac-
tos, para agrupar las principales cuestiones que el tema suscita. .Sujeto,
objeto y actos no son cenceptos cuyo empleo favorezca más a la siste-
mática procesal que a cualquier otra jurídica, incluso más procesal hu-
biera sido la de presupuestos, contenido y electos de la institución,
sino que refleja la división metodológica en estática y dinámica que hay
parece abrirse paso en cierto sector de la teoría genera! del Derecho.
Por ello carecería de fundamento el reprochar a tal tricotomía que
adopta un punto de vista puramente procesal cuando debía recoger
otra que excediera del proceso, puesto que se trata de contener a éste en
una apreciación de tipo superior.

(142) Así, en el desarrollo del proceso, se ha tratado del deber de
decir verdad como ejemplo típico de. una serie de exigencias ético-
jurídicas que tiene todavía otras manifestaciones: buena íe, colabora-
ción, lealtad. El análisis detenido de cada una de éstas sería interesante
desde, un punto de vista estrictamente dogmático, pero hubiera llevado
a repeticiones innecesarias en la exposición del problema.

(143) Tales discrepancias son siempre inevitables hasta en materias
concretas donde la base indiscutida de un precepto positivo parecería
impedir toda cuestión de principio.
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parte, no hay que olvidar el mero carácter de suges-
tión que las líneas anteriores encierran: ni la natura-
leza del tema ni la elaboración doctrinal que ha reci-
bido .hasta hoy permitían acometer con perspectivas
de buen éxito una labor más ambiciosa (144).

2. Ii¿ significado general de las conclusiones propues-
tas.— Kn toda la exposición que antecede se lia visto
a las normas del Derecho natural operar, no como un
medio de producción de determinadas prescipciones
concretas y taxativas, sino como meros puntos de re-
ferencia de los distintos problemas que la experiencia
jurídica va planteando: la formulación generalmente
negativa de aquellas prescripciones, la variabilidad de
los resultados que numerosas veces se hacen depen-
der de mudables circunstancias de tiempo y de lugar
y la repugnancia por las enunciaciones precisas, acu-
diendo contrariamente a indicaciones de una evidente
vaguedad (145), demuestra, sin dejar lugar a dudas,
que las normas del derecho natural para el ordena-
miento del proceso, como para cualquiera otra rama
del Derecho positivo, tienen una especial significación».

En efecto, es preciso guardarse de creer que los
imperativos del derecho natural funcionan dentro del
mundo jurídico como un medio de obtención normal
de sus prescripciones afín o semejante a los restantes
medios de producción de las mismas; en definitiva,,
hay que rechazar, desde luego, la idea de que el de-

(144) Ni puede confiarse a! procesalista, que carece, como es lógico,,
de una visión filosófico-jurídica, absolutamente depurada, corno sólo
el especialista la puede lograr, la misión de proporcionar un cuadro com-
pleto de la influencia que sobre el proceso ejerce la consideración de
los derechos de la personalidad.

(145) No son, por ello, no obstante, prescripciones de la Moral, sino-
mandatos jurídicos perfectamente caracterizables en tal sentido.
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recho natural sea una auténtica fuente del derecho-
intercalada entre las restantes (146) o, por lo que
ahora nos interesa, que los derechos de la personali-
dad sean fuente de prescripciones concretas respecto
a las normas jurídicas que regulan la Administración
de justicia. El derecho natural no es apto en realidad
para llenar este fin sino desnaturalizándose (147); y
cuando el derecho positivo menciona en su catálogo
de fuentes de producción los principios generales del
derecho, como se encuentran en nuestro derecho
positivo, preferible es opinar que tal referencia no
encierre una alusión directa al ordenamiento jurídico
natural en su totalidad (148); sí asi fuera no se com-
prendería como figura esta categoría en lugar secun-
dario después de la ley y de la costumbre; es evidente
que las prescripciones del derecho natural, cuando
su autenticidad es indiscutible, dominan a los impe-
rativos del derecho positivo, cualquiera que sea la
jerarquía de éstos dentro de su mundo (149). Pero
tampoco debe por ello opinarse que el Derecho natu-
ral constituye para las normas del proceso, o para

(146) Sólo en un sentido muy lato, confundido con la acepción vul-
gar del fermino, pudiera aceptarse esta equiparación.

(147) Esto es, adaptando su contenido concreto a las exigencias de
cada lugar y de cada época conio ocurriría con la fórmula renardiana:
"derecho natural de contenido progresivo". Pero, en realidad, para sal-
var la permanencia del derecho natural no es preciso acudir a esta con-
cesión, siempre que se tenga bien presente la significación del orden de
sus preceptos respecto del orden de los mandatos del derecho vigente.

(14.8) Debiendo prescindirse ahora, como es lógico, de toda discu-
sión acerca de la naturaleza de los principios generales de que ¡os cuer-
pos legales vigentes hablan.

(149) La ley contraria al derecho natural no sólo no tiene fuerza de
obligar en conciencia; no es siquiera una verdadera ley, por faltar en
•ella, e! sentido esencial de referencia (positiva) al valor que define la
prescripción jurídica en cuanto tal.
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cualquiera otras, una especie de superfuente, análoga
en su función, aunque primaria en el orden, a las res-
tantes: un escalón inicial pero integrante de la serie
de normas que cualquier orden jurídico positivo con-
tiene (150). Ni siquiera es un instrumento dogmático
de integración ele los vacíos o lagunas que las pres-
cripciones vigentes encierran, al modo como pueden
serlo las consideraciones estrictamente evolutivas o
ideológicas, ia ponderación de los intereses o la libre
Rechtsfindung (15 1).

Al derecho natural en ¡sus relaciones con la acti-
vidad estatal, de Administración de justicia y con las
normas que la ordenan, como en cualquier otro sector
de normas jurídicas, hay que comprenderlo de una
manera muy diversa: hay que imaginarlo como el su-
premo valor de inspiración del orden jurídico, como
el sistema que otorga el sentido, mediato pero insus-
tituible, de todo mandato del derecho vigente, el cual

(150) Dejando a un lado ahora la exactitud o inexactitud de esta
figura de construcción escalonada de las normas, característica de la
concepción formalista del derecho, a que antes aludió; aun eventual-
mente aceptada, el sistema del derecho natural no podrá configurarse
como ia norma fundamental suprema que tal concepción primariamente
postula.

(151) Cuando las fuentes formales directas o indirectas, primarias o
secundarias, son impotentes para proporcionar una solución concreta a
determinado problema, existen dos medios o instrumentos en que re-
mediar la omisión: la integración analógica y la integración a, sensu
contrario de los preceptos del derecho positivo. Entre estas dos opera-
ciones, que conducen a resultados opuestos, la decisión no puede hacerse
a base de criterios meramente lógicos, sino atendiendo, como en el tex-
to se indica, al fin de la norma, a la consideración de los intereses que en
ella entran en juego o a la exploración del total sentimiento jurídico de
la comunidad. Pero todas estas direcciones están subordinadas, lo mis-
mo que las fuentes jurídicas estrictas, a los preceptos del derecho natu-
ral que no se equiparan así a ellas, sino que se colocan todavía en un
plano trascendente superior.
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no alcanza categoría de tal si no es mediante su refe-
rencia a tal valor o tal sentido. La proyección del de-
recho natural sobre el derecho positivo no desaparece
porque en éste surja cualquier cuestión concreta per-
fectamente aclarada en una interpretación puramente
inmanente de sus preceptos; a la inversa, no basta
para determinar tai proyección concreta el hecho del
silencio del derecho vigente sobre cualquiera de di-
chas materias.

La referencia del derecho positivo a la Justicia es,
por tanto, una de las misiones específicas de esta ins-
piración en el orden jurídico natural. A medida que
aquella referencia va creando una conexión más estre-
cha entre uno y otro grupo de nociones, el significado
de tal inspiración aumenta en. importancia. La Admi-
nistración de Justicia, actividad estatal que lleva en su
propia denominación la alusión a la idea definitiva del
supremo valor jurídico, queda así íntimamente enla-
zada con las concepciones del derecho natural: éstas
no pueden ser apartadas de aquella sin poner a la
vieja y sabia máxima: Justitia, fundamentum regfionini,
en trance de irremediable derrumbamiento.

JAME GUASP.
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